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PREGUNTA GENERADORA

¿Cuáles son los principales riesgos y amenazas que 
enfrenta la estabilidad democrática en Centroamérica?  

7
C A P I T U L O

Preguntas específicas

1. ¿Es la gestión de las elecciones y el desempeño del sistema de partidos políticos un 

factor que amenace la estabilidad democrática?

2. ¿El financiamiento público de los derechos de las personas opera como un factor que 

afecta la estabilidad de la democracia?

 

3. ¿Existen exclusiones sociales extremas que afecten la habilitación ciudadana?

4. ¿El desafío de los actores ilegales a los Estados centroamericanos pone en riesgo la 

estabilidad democrática?

5. ¿Es el nivel de apoyo ciudadano a la democracia un factor que afecta la estabilidad?
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>> La falta de regulaciones, transparencia 
y fiscalización hace que el financiamiento 
de los partidos políticos siga siendo un 
factor de riesgo para la región, en espe-
cial por la influencia que grupos ilegales 
puedan ejercer. Entre el 2002-2006, seis 
presidentes centroamericanos fueron de-
nunciados por recibir donaciones del ex-
tranjero.

>> Problemas en la gestión electoral han 
generado cuestionamientos a la limpieza 
de los resultados electorales (Costa Rica, 
Honduras, El Salvador y Nicaragua). Una 
combinación de sistemas de partidos po-
larizados, elecciones reñidas y baja cali-
dad de la gestión electoral amenazan al 
menos a tres países de la región.

>> La participación electoral no es un fac-
tor desestabilizador de la democracia. Es 
más alta en Nicaragua (79%), Costa Rica 
y Honduras exhiben disminuciones siste-
máticas, Guatemala y El Salvador no pre-
sentan un patrón claro y Panamá tiende 
a aumentar.

>> La no participación y el no tener inte-
rés alguno en la política están claramente 
asociados a la presencia de exclusiones 
sociales. La baja escolaridad, el trabajo 
agrícola, la residencia en el área rural y la 
pertenencia al quintil más bajo de ingreso 
se vinculan de manera estrecha con la in-
habilitación ciudadana.

>> La carga tributaria es baja y no garan-
tiza el cumplimiento del creciente núme-
ro de derechos ciudadanos reconocidos 

legalmente en la región. El mejor desem-
peño corresponde a Honduras (17,8%) y 
el peor a Guatemala (11,9%). Los países 
donde hay más exclusiones que afectan la 
habilitación ciudadana son los que menos 
invierten en la protección y ejercicio de 
derechos sociales.

>> Persisten serias limitaciones para el 
funcionamiento de los sistemas de jus-
ticia y la garantía de seguridad jurídica. 
Costa Rica y El Salvador invierten en sus 
presupuestos judiciales entre dos y cua-
tro veces más que los demás países.

>> Una desigual relación entre el número 
de defensores y el de fiscales atenta con-
tra los principios del debido proceso y el 
derecho a la defensa, sobre todo para los 
sectores que no pueden costear servicios 
legales privados.

>> La demanda política a favor del reem-
plazo de la democracia por un sistema 
autoritario es baja y no representa un 
riesgo a la estabilidad; sin embargo, ocho 
de cada diez personas apoyan la opción 
de un líder fuerte con poderes especiales 
no democráticos.

>> El narcotráfico y las maras socavan 
(por cooptación o eliminación) la autori-
dad legítima del Estado sobre el monopo-
lio del uso de la fuerza. Además controlan 
amplias zonas geográficas, en especial en 
los países del llamado “triángulo norte” 
de la región. La falta de información impi-
de determinar la magnitud del riesgo que 
esto supone para la democracia.

HALLAZGOS RELEVANTES
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La democratización de los regímenes 
sigue siendo el mayor logro político de las 
últimas décadas en la región. Con excep-
ción de Nicaragua, en los países centro-
americanos no se observan defectos en el 
diseño institucional de los sistemas elec-
torales que generen ventajas indebidas 
en favor de partidos políticos y gobiernos. 
Las dos rondas de elecciones nacionales 
(presidenciales y legislativas) celebradas 
en lo que va de la presente década, indi-
can que las elecciones competitivas se 
han afirmado como el mecanismo indis-
putado para la escogencia de las máximas 
autoridades. Los niveles de participación 
ciudadana son similares a los del resto de 
América Latina y, en términos generales, 
no propician cuestionamientos a la legi-
timidad de los resultados electorales. En 
resumen, los sistemas políticos de la re-
gión son democracias electorales.

Sin embargo, y por diversas razones, 
la democratización de los regímenes es 
una tarea inconclusa en la mayor parte del 
istmo, situación que impone algunas ame-
nazas y riesgos para la estabilidad. Desde 
el punto de vista institucional, Nicaragua 
continúa siendo una preocupación: las re-
formas electorales del 2000 introdujeron 
barreras competitivas a fuerzas políticas 
emergentes que persisten hasta el día de 
hoy. Desde el punto de vista funcional se 
detectaron dos problemas importantes: 
la falta de regulaciones y transparencia 
en el financiamiento político y la escasa 
independencia política de las autoridades 
electorales. Finalmente, desde el punto 
de vista de los resultados, cabe anotar 
la existencia de un incompleto proce-
so de inclusión ciudadana, que provoca  

exclusiones políticas en varios países. Estos 
factores muestran poca evolución con res-
pecto a lo señalado en el Informe de 2003. 

Salvo en dos casos (Guatemala y Nica-
ragua), la conformación y la dinámica de 
los sistemas de partidos políticos no crean 
amenazas a la estabilidad. La tendencia re-
gional es a la combinación de Ejecutivos re-
lativamente débiles -desde el punto de vista 
de sus competencias constitucionales- con 
gobiernos divididos y sistemas multiparti-
distas moderados y no polarizados. Esta si-
tuación genera situaciones complejas (pero 
no críticas) para la gobernabilidad, pues difi-
culta la conformación de mayorías políticas 
estables que impulsen políticas públicas fa-
vorables al desarrollo humano. Esto afecta 
de manera negativa las posibilidades de su-
perar los déficit de inclusión ciudadana.

Las debilidades de los Estados democrá-
ticos de derecho siguen constituyendo una 
significativa amenaza para la estabilidad 
democrática. Las barreras para el acceso 
ciudadano a la justicia se agravan con la fal-
ta de transparencia y rendición de cuentas 
en varios poderes judiciales. A su vez, la fal-
ta de transparencia y rendición de cuentas 
está asociada a serios problemas de inde-
pendencia externa e interna de los sistemas 
de administración de justicia, y a síntomas 
preocupantes de corrupción judicial. Esta 
es una grave amenaza a la democracia en el 
istmo que, al menos en un país (Nicaragua), 
en los últimos tiempos ha generado turbu-
lencias que ponen en peligro la estabilidad 
democrática. Cinco años después de que se 
presentara el Segundo Informe sobre Desa-
rrollo Humano en Centroamérica y Panamá, 
la información actualizada de esta publica-
ción permite mantener, con pocos matices, 
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las conclusiones a las que se arribó en 
esa ocasión, lo cual subraya la lentitud de 
los avances en el tema.

Pese a las dificultades que han exhi-
bido las democracias centroamericanas 
para apalancar el desarrollo humano, ello 
no se ha traducido en un clima ciudada-
no favorable a una ruptura del sistema 
democrático. En ese sentido, la principal 
amenaza es un cierto y mayoritario apo-
yo (con distintos niveles de intensidad) 
al advenimiento de un líder “milagroso” 
que recorte libertades y garantías demo-
cráticas con tal de resolver problemas 
del país. Hay, pues, en la opinión pública 
de la región, algunas condiciones pro-
picias para la aparición de figuras polí-
ticas como las surgidas en otros países 
de América Latina en los últimos veinte 
años (aunque con diferentes signos ideo-
lógicos). La información disponible sugie-
re, sin embargo, que la demanda en favor 
de autoridades con poderes especiales 
es social y políticamente difusa, es decir, 
que por el momento no es impulsada por 
actores sociales y políticos definidos, lo 
cual mitiga el riesgo para la estabilidad.

En el ámbito de la convivencia 
ciudadana, la principal amenaza proviene 
de la compleja situación de inseguridad 
que enfrenta Centroamérica. Este hecho 
constituye un riesgo potencial, e inédito, 
para la estabilidad democrática en algunos 
países del istmo, con implicaciones para 
la dinámica regional. Por su importancia 
estratégica, este tema es analizado en 
profundidad en el capítulo 12 del presente 
Informe.
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VALORACIóN GENERAL 2003

VALORACIóN GENERAL 1999

Tomando como punto de partida el 
señalamiento del Primer Informe, el Se-
gundo Informe sobre Desarrollo Humano 
en Centroamérica y Panamá valoró el 
estado de la democracia centroamerica-
na desde dos perspectivas: el acceso al 
poder político (régimen) y el ejercicio de 
ese poder en las sociedades, a partir del 
reconocimiento y la protección institucio-
nal de los derechos de la ciudadanía. Su 
principal conclusión fue que el impulso 
democratizador de Centroamérica había 
perdido dinamismo. La mayoría de los 
regímenes políticos, sistemas electorales 
y de protección de derechos y libertades 
ciudadanas, no mostraban nuevos y sig-
nificativos avances en relación con los 
logros obtenidos en los últimos años del 
siglo XX.  En algunos casos hasta se pro-
dujeron retrocesos parciales. No obstan-
te, el régimen político, entendido como el 
conjunto de normas para el acceso demo-
crático al poder, era sin duda el que más 
progresos exhibía.

El ejercicio democrático del poder po-
lítico se presentó en el Segundo Informe 
como el área más problemática. La rendición 

El Primer Informe Estado de la Región 
en Desarrollo Humano Sostenible, en su 
capítulo 7, titulado “El desafío de los Esta-
dos de derecho y la representación demo-
crática”, valoró la fortaleza y el arraigo 
del nuevo impulso democratizador que se 
vivía entonces en el istmo, como resulta-
do de una conquista duramente consegui-
da por generaciones de centroamericanos 
y centroamericanas.  “Hoy en día, por fin, 
la democracia es un compromiso regional, 
suscrito primero en Esquipulas y luego en 
la Alianza para el Desarrollo Sostenible 

de cuentas y los sistemas de administración 
de justicia de Centroamérica, pese a una 
notable actualización de los marcos consti-
tucionales y jurídicos, continuaban operan-
do con una exigua base presupuestaria y 
sujetos a los embates de otros poderes del 
Estado y actores de la sociedad. La poca in-
formación comparable sugería la persisten-
cia de problemas de acceso a la justicia, al 
derecho a la debida defensa y al goce de una 
justicia pronta y cumplida. Por otra parte, el 
reconocimiento y la protección del derecho 
de petición y rendición de cuentas era una 
asignatura en gran medida pendiente. A esta 
compleja situación se agregaba la evidencia 
de algún grado de tolerancia ciudadana ha-
cia actos de corrupción.

Al mismo tiempo, las ciudadanías pre-
sionaban por nuevos avances políticos, 
demandaban respuestas a sus problemas 
y pedían democracias más eficientes en la 
tarea de impulsar el desarrollo en la región. 
En ambos frentes, los regímenes democrá-
ticos exhibían vulnerabilidades que era pre-
ciso atender, para evitar las tentaciones de 
una “vuelta al pasado” o la emergencia de 
“manos duras” que prometieran ilusiones. 

(Alides) y una garantía constitucional en 
todos los países (...) Los gobernantes son 
electos por la ciudadanía; las fuerzas arma-
das, allí donde existen, están subordinadas 
al poder civil; las violaciones a los derechos 
humanos no son, como en el pasado recien-
te de varios países, política de Estado, y se 
experimenta con nuevas formas de control 
político e institucional, débiles en muchos 
casos, sobre el poder estatal...” 

Sin embargo, aunque los logros eran in-
cuestionables, persistían en la región innu-
merables problemas que motivaban un de-

Casi todas las democracias del istmo 
-especialmente las del norte del área- en-
frentaban una alta violencia social, cuya 
magnitud era todavía una cortapisa para 
el ejercicio de las libertades ciudadanas. 
El descontento era generalizado.  

El Informe reconocía las enormes difi-
cultades que afrontaban las nuevas demo-
cracias. En pocos años habían encarado no 
solo el desmontaje de los autoritarismos 
y la articulación de Estados de derecho, 
sino también el tránsito de la guerra a la 
paz. La articulación de Estados democrá-
ticos de derecho requiere compromisos y 
esfuerzos cuya complejidad es bastante 
mayor que la de organizar periódicamente 
elecciones libres y limpias. Lo que estaba 
en juego era el desmantelamiento de los 
modos de organización estatal heredados 
del autoritarismo y el establecimiento de 
instituciones que reconocieran, promo-
vieran y protegieran los derechos que las 
y los ciudadanos poseen para controlar a 
sus gobernantes durante los períodos no 
electorales.  

bate sobre el tipo de regímenes políticos 
que habían surgido luego de la pacifica-
ción. ¿Se trataba de democracias dismi-
nuidas o de democracias “a secas”? Las 
y los centroamericanos enfrentaban un 
gran desafío, el de enraizar la democra-
cia en el área para que, a diferencia de 
los intentos de la década de los cuarenta, 
la apertura resultara en algo más que una 
“primavera democrática”. Ciertamente, 
el horror de los conflictos militares es un 
acicate contra el autoritarismo, pero no 
una vacuna.
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Introducción
Este capítulo examina las amenazas 

y riesgos para la estabilidad de los 
sistemas políticos en Centroamérica, 
originados en la evolución reciente de 
los procesos de democratización en la 
región. Su propósito es valorar, con 
base en la información disponible, si las 
debilidades de los sistemas ponen en 
peligro tal estabilidad y si ese peligro 
es importante. Este análisis es relevan-
te pues, como lo apuntó el Informe de 
2003 y se ha señalado en el capítulo 2 
del presente, las transiciones políticas 
luego de los conflictos militares produ-
jeron la emergencia de sistemas mixtos 
o híbridos, insuficientemente democra-
tizados.

Aunque en todos los países del istmo 
hay democracias electorales, cuatro de 
ellas son calificadas como “parcial-
mente libres” (Freedom House, 2007) 
o “semidemocracias” (Mainwaring, et 
al., 2001; Bowman, et al., 2005). La 
pregunta es si la dinámica política 
configura situaciones real o potencial-
mente problemáticas para la estabilidad 
de estos regímenes. Al centrarse en el 
tema de la dinámica política, el Informe 
comparte con estudios recientes la pre-
ocupación sobre la manera en que los 
procesos políticos moldean resultados 
(Scartascini et al., 2006.).

En este capítulo la distinción entre 
los conceptos de amenaza y riesgo es 
medular. Una amenaza es un factor 

que tiene el potencial para provocar un 
daño. En este sentido son necesarias 
tanto su detección y caracterización, 
como la posterior valoración sobre el 
peligro que entraña. Riesgo es el chan-
ce de que, en una situación incierta, una 
amenaza efectivamente provoque un 
daño, de que por las circunstancias pre-
valecientes el peligro se materialice y 
produzca determinadas consecuencias1. 
Esta distinción organiza el estudio de 
todos los asuntos tratados en el texto; 
además, y esto es crucial, delimita el 
alcance de este trabajo.

La identificación de amenazas y ries-
gos para la estabilidad política busca 
precisar señales de alarma para las 
ciudadanías y las fuerzas políticas inte-
resadas en profundizar la democrati-
zación en Centroamérica. No interesa, 
sin embargo, estimar las probabilida-
des asociadas a los riesgos detectados 
haciendo uso de metodologías forma-
les (cfr: International Political Risk 
Services, 2008; Covello y Merkhoffer, 
1993). Un esfuerzo de esta naturaleza 
desbordaría los alcances del Informe, 
por las dificultades teóricas y técni-
cas que implica el desarrollo de un 
sistema de alerta temprana. Por otra 
parte, al ser un análisis selectivo de 
ciertos aspectos, el capítulo no es un 
diagnóstico sobre el estado actual de 
los procesos de democratización en el 
istmo, o sobre el funcionamiento de 
sus democracias2. Pese a ser un texto 

selectivo, los temas tratados permiten 
apreciar los principales desafíos de la 
democratización en el istmo.

Dado que aquí se examina si las 
debilidades en los procesos de demo-
cratización en Centroamérica crean 
amenazas y riesgos a la estabilidad 
política, resulta indispensable definir 
los conceptos involucrados en ese aná-
lisis. El informe emplea el concepto 
amplio de democracia planteado en 
el Segundo Informe sobre Desarrollo 
Humano en Centroamérica y Panamá 
(2003). En consecuencia, no solo se 
valoran ciertas características de las 
democracias electorales, sino también 
atributos relevantes de la organización 
y funcionamiento de los Estados y de la 
convivencia ciudadana (recuadro 7.1). 
Esta noción amplia de democracia es 
importante, pues permite analizar los 
legados autoritarios en el acceso y el 
ejercicio del poder político y la capa-
cidad de los Estados para garantizar 
la inclusión ciudadana, más allá del 
estudio de sistemas electorales y de 
partidos.

El capítulo se organiza en cuatro 
secciones, incluida esta introducción. 
Cada apartado corresponde a una de 
las dimensiones del concepto de demo-
cracia utilizado en el Informe. En con-
secuencia, la segunda sección examina 
las amenazas y riesgos originados en 
el régimen político; la tercera valora 
las amenazas y riesgos originados en 

El desafío regional de la 
estabilidad democrática7

C A P I T U L O
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electorales que generen ventajas inde-
bidas en favor de partidos políticos y 
gobiernos. Nicaragua, sin embargo, es 
un caso aparte. Los cambios al sistema 
electoral aprobados por su Parlamento 
al inicio de este siglo (Ley 331, de enero 
de 2000) crearon ventajas sistémi-
cas que favorecen al Partido Liberal 
Constitucionalista (PLC) y el Frente 
Sandinista de Liberación Nacional 
(FSLN) y que se discuten en esta sec-
ción.

Adicionalmente, la falta de regula-
ciones y transparencia en materia de 
financiamiento político sigue siendo no 
solo una amenaza, sino un riesgo para 
las democracias del istmo, en buena 
medida por razones geopolíticas (véase 
el capítulo 12). A esto se adiciona la 
escasa independencia política de las 

el Estado democrático de derecho y la 
cuarta se centra en las amenazas y ries-
gos originados en la convivencia ciuda-
dana. Un breve acápite final resume las 
principales conclusiones.

Desafíos provenientes de la 
configuración de los regímenes 
políticos

Este apartado analiza las amenazas 
y riesgos originados en la organiza-
ción y funcionamiento de los regímenes 
políticos en Centroamérica. Examina 
características de la configuración y 
dinámica de los sistemas electorales y 
políticos que pudieran afectar la estabi-
lidad política en la región.

En la mayoría de los países centro-
americanos no se identificaron defectos 
en el diseño institucional de los sistemas 

autoridades electorales, que en varios 
países no dan garantías de neutralidad. 
Estos problemas han mostrado poca 
evolución con respecto a lo señalado 
por el Segundo Informe (2003). Por 
otra parte, los niveles de participación 
ciudadana en Centroamérica son simi-
lares a los del resto de América Latina 
y, en términos generales, no propician 
cuestionamientos a la legitimidad de 
los gobiernos. Finalmente, salvo en dos 
países, la conformación y la dinámica 
de los sistemas de partidos políticos 
no generan amenazas a la estabili-
dad. La tendencia regional apunta a la 
combinación de Ejecutivos con débiles 
facultades legales, gobiernos divididos 
y sistemas multipartidistas moderados 
y no polarizados. Esto da lugar a situa-
ciones complejas (pero no críticas) para 
la gobernabilidad.
 
Sistemas electorales vulnerables

Los regímenes políticos centroame-
ricanos son “democracias electorales” 
(PNUD, 2004). La selección de gober-
nantes se efectúa mediante elecciones 
competidas y decisivas, con un respeto 
razonable a las libertades y derechos 
políticos. A partir de mediados de los 
años noventa, todos los países del área 
han elegido presidentes o presidentas 
por esta vía, de manera ininterrumpi-
da (Costa Rica y Honduras lo vienen 
haciendo desde 1953 y 1981, respecti-
vamente).

La democratización de los regíme-
nes políticos, pese a ser el avance 
político más relevante en el istmo 
(Proyecto Estado de la Región, 2003), 
no está exenta de problemas. Los 
informes regionales anteriores llama-
ron la atención sobre algunas barre-
ras al ejercicio del derecho a elegir y 
ser elegido, que todavía persisten con 
intensidad variable según los países. 
En este apartado se da seguimiento 
a dos temas: el diseño institucional 
de las elecciones, en el que Nicaragua 
es un caso preocupante, y las normas 
del financiamiento político, ya que 
la presencia de debilidades en estos 
ámbitos tiene un importante poten-
cial desestabilizador para una demo-
cracia, en caso de que éstas no sean 
atendidas oportunamente.

RECUADRO 7.1

Conceptos de democracia, democratización y estabilidad política

La democracia es un sistema que define 

la forma de organizar y ejercer el poder 

político en una sociedad, con base en el 

principio de la ciudadanía como agencia3. 

En este sistema, las reglas para el acceso 

al poder (o régimen político) prescriben 

que la selección de los gobernantes debe 

hacerse mediante elecciones libres, lim-

pias, competidas y reiteradas, por una ciu-

dadanía que ejerce libremente sus dere-

chos. Las reglas para el ejercicio del poder 

entre autoridades y ciudadanos (o Estado 

de derecho) se caracterizan por la subor-

dinación de las autoridades al imperio de 

la ley y por el reconocimiento y tutela de 

los derechos de las personas. Las reglas 

para el ejercicio del poder entre ciudada-

nos (o convivencia ciudadana) establecen 

el reconocimiento recíproco como agen-

tes dotados de derechos y obligaciones 

(Programa Estado de la Nación, 2007).

Por democratización se entiende, por 

tanto, la progresiva aplicación de los prin-

cipios democráticos de organización del 

poder en los diversos ámbitos que compo-

nen una sociedad (incluyendo por supues-

to, en primer lugar, a su régimen político)4. 

Abarca los cambios constitucionales y 

legales, así como las reformas institucio-

nales, que amplían los derechos y garan-

tías que las personas poseen5, más allá 

de sus derechos como electores libres, 

y que expanden sus capacidades y las de 

las agencias públicas especializadas en el 

control de la regularidad administrativa y 

en la regulación de las relaciones sociales 

y económicas, para fiscalizar y obligar a 

las autoridades políticas a rendir cuentas 

y, en algunos casos, a dejar sus pues-

tos por decisión ciudadana (Whitehead, 

2002).

Un sistema político es estable cuando 

funciona dentro de márgenes que definen 

su propia normalidad o su manera carac-

terística de producir decisiones vincu-

lantes y ponerlas en práctica. Los pro-

cedimientos son respetados por todos 

los actores políticos y, de esa forma, 

se toman y ejecutan decisiones. Aun en 

contextos de reñida competencia, se pue-

den tomar las decisiones y adoptar las 

medidas que las hacen efectivas sin poner 

en peligro el funcionamiento normal del 

sistema (Artiga, 2007b).
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dos expresidentes centroamericanos 
(Oscar Arias y Daniel Ortega) fueron 
reelectos en 2006.

Los diseños institucionales de los 
comicios presidenciales varían nota-
blemente, sobre todo en la selección 
de la fórmula electoral (Artiga, 2007b). 
El Salvador, Guatemala, Costa Rica y 
Nicaragua tienen una fórmula de doble 
ronda, aunque con diferencias en la 
mayoría exigida en la primera ronda. 
En los dos primeros casos se requiere 
una mayoría absoluta, mientras que en 
los dos últimos la mayoría es relativa. 
Sin embargo, el criterio es distinto: el 
umbral es mayor en Costa Rica (40%) 
que en Nicaragua (35%). Estos bajos 
umbrales, en especial en el caso nicara-
güense, podrían afectar la legitimidad 
y autoridad de los nuevos gobernantes. 
Un presidente electo con más de un 
50% de los votos en la primera vuelta 
contará con mayor fuerza política que 
uno designado en una segunda ronda 
por una diferencia mínima (y que en la 
primera apenas recibió el 30% de los 
votos); ello es particularmente cierto si 
se da en conjunto con otras condiciones 
(un sistema de partidos fragmentado, 
alta polarización y falta de garantías a 
la libertad de sufragio).

Las elecciones presidenciales y legis-
lativas son simultáneas, excepto en El 
Salvador8. En teoría, esto facilita el 
“efecto de arrastre” para que el can-
didato presidencial ganador también 
obtenga mayoría parlamentaria, un 
incentivo para crear mandatos más 
robustos. No obstante, en las pasadas 
elecciones solo en un país el candidato 
vencedor obtuvo mayoría absoluta en el 
Congreso.

En contraste con las normas que 
regulan las elecciones presidenciales, 
el diseño institucional de los comicios 
legislativos sí varió significativamente 
en el período 2002-2007. Con excepción 
de Costa Rica, todos los países de la 
región efectuaron cambios en sus mar-
cos legales. Las reformas registradas 
afectaron el tamaño del Parlamento y la 
distribución de los escaños en las dife-
rentes circunscripciones (cuadro 7.1).

En Guatemala y Panamá aumentó 
el número de diputados por elegir. 
En Nicaragua se redujo el tamaño del 

El diseño institucional de las 
elecciones no crea amenazas 
en la mayoría de los países

En la mayor parte de las naciones 
centroamericanas no se identificaron 
defectos en el diseño institucional de 
los sistemas electorales que generen 
ventajas indebidas a favor partidos 
políticos y gobiernos, como podría ser 
una norma que permita la reelección 
sucesiva e indefinida de un presidente6. 
Los países han sido particularmente 
cuidadosos en no crear distorsiones que 
afecten la igualdad política y las liberta-
des electorales. En términos generales, 
con la salvedad que se explicará para 
el caso de Nicaragua, estos diseños 
tampoco crean situaciones que afecten 
la legitimidad y autoridad con que los 
mandatarios son electos.

Nicaragua es un caso aparte. La Ley 
331, del año 2000, consolidó el control 
bipartidista del FSLN y el PLC sobre 
el Consejo Supremo Electoral (CSE) 
y, en general, sobre el conjunto de la 
estructura de gestión electoral en todo 
el país. Además, reinstauró el monopo-
lio de los partidos sobre las candidatu-
ras a puestos públicos, al eliminar las 
potestades que la reforma electoral de 
1990 había otorgado a las agrupaciones 
no partidistas; impuso barreras más 
altas para la inscripción de nuevos 
partidos; otorgó al CSE la facultad de 
eliminar agrupaciones políticas que no 
participen en una elección y estableció 
umbrales menores para la elección del 
Presidente de la República (Asamblea 
Legislativa de Nicaragua, 20007). Estas 
reformas constituyen una regresión 
democrática y, pese a lo competido 
de las últimas elecciones, han sido 
fuente de críticas internas e internacio-
nales (Ortega, 2007; European Union 
Election Observation Mission, 2006; 
CIDH, 2007).

En este contexto, el marco legal que 
rige las elecciones presidenciales en las 
naciones centroamericanas es estable. 
La única modificación registrada en los 
últimos cinco años fue la reinstauración 
de la reelección alterna en Costa Rica 
(con espera de ocho años), que eliminó la 
prohibición absoluta en ese sentido que 
estuvo vigente entre 1969 y 2003. Bajo 
este marco de estabilidad procedimental, 

Congreso. Aunque en El Salvador se 
mantuvo constante el total de legisla-
dores por elegir (84) estos se redistribu-
yeron en distintas circunscripciones, al 
eliminarse la circunscripción nacional 
que existía hasta 2003. El incremento 
de diputados en Guatemala y Panamá 
no se realizó mediante la creación de 
nuevas circunscripciones, sino aumen-
tando el tamaño de las existentes. En 
Nicaragua se derogó la disposición que 
establecía que el presidente saliente y 
el segundo candidato presidencial con 
más votos automáticamente pasaran a 
formar parte de la Asamblea Nacional.

La reforma electoral de más alcance 
fue la realizada en Honduras, con la 
promulgación de una nueva ley electo-
ral en 2004. Se introdujeron las candi-
daturas independientes para todos los 
cargos de elección popular, se cambió 
el tipo de lista por utilizar (se pasó de 
la lista cerrada y bloqueada a la lista 
abierta) y se estableció el voto prefe-
rencial9. Las nuevas medidas afectaron 
también a la autoridad electoral, pues 
el Tribunal Nacional de Elecciones fue 
transformado en Tribunal Supremo 
Electoral. Además se instauró la elec-
ción directa de un vicepresidente, en 
lugar de los designados presidenciales10. 
La aplicación de esta reforma en las 
elecciones de 2005 y 2006 no produ-
jo los resultados esperados en térmi-
nos de representación, ni en cuanto a 
mejora de la gestión electoral. En sus 
campañas, los partidos insistieron para 
que los ciudadanos votaran por “plan-
chas” (un mismo partido en todas las 
papeletas y listas), a fin de reducir el 
efecto de la votación por listas abiertas. 
Observadores y analistas criticaron la 
“partidización” del Tribunal Electoral a 
la hora de brindar los resultados finales 
y la demora sustantiva en el conteo de 
votos (Díaz, 2005).

La cuestión por determinar es si 
los cambios en los diseños institucio-
nales de las elecciones han generado 
amenazas a la estabilidad democrá-
tica. Un problema derivado de estas 
reformas podría ser que, al introducir 
cambios súbitos en la proporcionalidad 
electoral, se creen ventajas indebidas 
que desnaturalicen el principio de la 
igualdad del voto11. Otro efecto adverso, 
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en sentido contrario, sería que al buscar 
fórmulas electorales más proporcionales 
se hubiese desincentivado la formación 
de mayorías estables12. Sin embargo, no 
existe evidencia de que las reformas en el 
diseño de los comicios legislativos hayan 
producido alguno de estos efectos.

Las reformas no alteraron de modo 
significativo la proporcionalidad de los 
sistemas electorales en Centroamérica, 
al menos en el corto plazo. En términos 
generales, estos sistemas pueden ser 
clasificados en dos grupos. La mayoría 
de los países son altamente proporcio-
nales (índice de proporcionalidad con-
sistentemente por encima de 90). 

El segundo grupo está compuesto 
por Guatemala y Panamá, que tienen 
sistemas electorales más despropor-
cionales (alrededor del 85%) y en los 
que el aumento en el tamaño de los 
parlamentos no parece haber mejorado 
la proporcionalidad13. En El Salvador, 
la redistribución de escaños por la eli-
minación de la circunscripción nacional 
mejoró la proporcionalidad del sistema.
La elección legislativa de 2006 arrojó 
la mayor proporcionalidad no solo en 
la historia de este país, sino en todas 
las elecciones efectuadas en la región 
desde 1990. En Honduras se utiliza 
una fórmula igual que la salvadoreña, 

pero el resultado de su aplicación en 
los comicios de 2005 fue una leve dis-
minución de la proporcionalidad. Una 
posible explicación para este compor-
tamiento “no esperado” puede estar 
en la modificación del tipo de lista y la 
introducción del voto preferencial.

La mayor proporcionalidad registra-
da en El Salvador impone al Ejecutivo 
la necesidad de negociar apoyos legisla-
tivos más allá de su propio partido. Por 
el contrario, la menor proporcionalidad 
registrada en los casos guatemalteco 
y panameño estaría, en este sentido, 
contribuyendo a la estabilidad14. Sin 
embargo, en ningún caso las reformas 

CUADRO 7.1

País	 M	 Circunscripciones a/ 	 Fórmula	 	                        Candidatura	 	 Mandato	 	 Cambio
	 	 	 	 	     I	 LCB	 LCnB	 	   (años)	 	  (año)

Costa Rica	 57	 7 Plurinominales: 21/1, 	 Hare+ subcociente	 	 X	 	 	 4
	 	 10/1, 6/2, 5/2, 4/1.	 del 50% y resto más alto	 	 	
	 	 	 	 	 	
El Salvador	 84	 14 Plurinominales: 25/1, 	 Hare + resto mayor	 	 X	 	 	 3	 2005b/

	 	 8/1, 7/1, 6/2, 5/1, 4/3, 3/5.
	 	 	 	
Guatemala	 158	 Un distrito nacional con 	 D’Hondt	 	 	 X	 	 	 4	 2002c/

	 	 31 escaños, 1 distrito
	 	 uninominal y 22 plurinominales: 
	 	 19/1, 11/1, 10/1, 9/2, 8/1, 
	 	 7/1, 6/1, 5/2, 4/3, 3/7, 2/2.	 	 	 	 	
	 	 	 	 	
Honduras	 128	 2 uninominales y 	 Hare + resto mayor	 	 	 X	 	 4	 2004d/

	 	 16 plurinominales: 23/1, 
	 	 20/1, 9/3, 8/1, 7/3, 6/1, 
	 	 5/1, 4/2, 3/2, 2/1. 	 	 	 	 	
	 	 	 	 	
Nicaragua	 90	 Un distrito nacional de 	 Hare + media mayor	 	 X	 	 	 5	  2006e/

	 	 20 escaños y 17 
	 	 plurinominales: 19/1, 
	 	 6/3, 4/1, 3/6, 2/5, 1/1.	 	 	 	 	
	 	 	 	 	
Panamá	 78	 26 uninominales y 14 	 Mayoría simple y	 X	 	 X	 	 5	 2004f/

	 	 plurinominales: 6/1, 5/2, 	 Hare + resto mayor
	 	 4/3, 3/1, 2/7.	 	 	 	 	 	
	 	 	 	
Simbología: M: número de escaños en el Congreso; I: individual; LCB: lista cerrada y bloqueada; LCnB: lista cerrada pero no bloqueada.
a/ En la columna “Circunscripciones”, el primer número corresponde a la cantidad de escaños y el segundo al número de circunscripciones.
b/ Se eliminó la circunscripción nacional existente desde 1991. Sus 20 escaños se redistribuyeron en las circunscripciones departamentales.
c/ Se incrementó el número de escaños. Anteriormente era de 113.
d/ Hasta 2001 las candidaturas se presentaban en listas cerradas y bloqueadas.
e/ Se redujo el número de escaños. Hasta 2001 eran 92.
f/ Para 2004 se incrementó el total de escaños. En las elecciones de 1999 estos eran 71.

Fuente: Artiga 2007b, con base en Payne et al., 2006; Nohlen et al., 2007 y Flacso, 2005.

Centroamérica: diseño institucional de las elecciones legislativas
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han estimulado cambios abruptos en la 
situación política de los países.

En conclusión, con excepción de 
Nicaragua, los diseños instituciona-
les de las elecciones presidenciales y 
legislativas en Centroamérica no crean 
situaciones que puedan ser catalogadas 
como amenazas a la estabilidad demo-
crática. Las reformas electorales reali-
zadas durante el período 2002-2007 no 
alteran esta apreciación.

El financiamiento político: 
sin novedades en un tema 
problemático

El financiamiento de los partidos polí-
ticos es un factor clave para el funciona-
miento de las democracias electorales, 
pues de él dependen los partidos para 
su actividad organizativa y proselitista 
(Casas, 2002 y 2006). Por ello resulta 
crítico evitar que, por esta vía, grupos 
económicamente poderosos y actores 
ilegales logren c̈apturar¨ a los partidos 
y ejercer influencias indebidas sobre 
el ejercicio del poder político. Los con-
troles que la legislación establezca en 
esta materia, así como las capacidades 
técnicas y administrativas de los entes 
fiscalizadores, son las principales herra-
mientas para evitar el financiamiento 
político espurio. Este es un fenómeno 
extendido en América Latina, que inclu-
so ha originado procesos de destitu-
ción de presidentes en ejercicio (Ernesto 
Samper en Colombia en 1996 y Fernando 
Collor de Mello en Brasil en 1992, entre 
otros) (Pérez Liñán, 2005).

El segundo informe regional (2003), 
basado en una exhaustiva investigación 
(Casas, 2002)15, evaluó el financiamiento 
político como un área crítica en el fun-
cionamiento de las democracias electo-
rales centroamericanas:

“Una revisión de los sistemas 
de financiamiento político de 
Centroamérica muestra que, en 
efecto, la capacidad de la nor-
mativa para prevenir la excesiva 
influencia de los intereses privados 
y la corrupción política es limitada. 
En todos los países existen sistemas 
de subsidio electoral y en algunos 
hay controles contables sobre la uti-
lización de los mismos. No obstante, 
los montos de los subsidios son muy 

reducidos en la mayoría de los casos, 
pues en promedio cubren solo un 
30% de los gastos electorales, con lo 
cual no se garantiza una adecuada 
participación electoral y se crea una 
importante dependencia de capita-
les privados para su financiación. 
Por su parte, los controles sobre el 
financiamiento, cuando existen, se 
encuentran limitados en la mayoría 
de las naciones a la rendición de 
cuentas sobre el uso de los subsidios 
públicos, y su aplicación no es rigu-
rosa o presenta importantes vacíos. 
Esto hace suponer que en la región 
existe una virtual ausencia de con-
trol sobre las donaciones políticas 
privadas y, asociada a ella, una 
ausencia casi total de transparencia 
sobre las fuentes de ingreso de los 
partidos.” (Proyecto Estado de la 
Región, 2003).

Durante el período 2003-2006, 
en ningún país centroamericano se 
registraron cambios normativos que 
desarrollaran controles más robustos 
sobre el financiamiento público o 
privado de las actividades políticas, o 
bien que ampliaran las facultades legales 
y administrativas, o las competencias 
técnicas y financieras, de las autoridades 
encargadas de supervisar esta área. 
Por tanto, el presente Informe reitera 
las apreciaciones formuladas en 2003 
y caracteriza la falta de regulaciones 
y transparencia del financiamiento 
político no solo como una amenaza, 
sino como un riesgo para la democracia 
en la región. Este riesgo se origina, por 
una parte, en la fortaleza de grupos 
económicos, que tradicionalmente 
financian la política y, por otra, en 
los esfuerzos de una extensa red de 
actores ilegales en Centroamérica para 
cooptar autoridades públicas (véase 
capítulo 12). Sin embargo, no existen 
datos completos y verificables sobre el 
financiamiento (ni sobre el gasto) en 
las campañas electorales recientes de 
Centroamérica.

Uno de los pocos hechos documentados 
en los últimos años ha sido la donación 
de fondos de gobiernos extranjeros a las 
campañas electorales de varios países, 
con el fin de influenciar las políticas 
públicas. Este es el caso de los fondos 

taiwaneses16. Dos presidentes de Costa 
Rica, dos de Nicaragua, uno de Panamá y 
uno de El Salvador han sido denunciados 
públicamente por recibir donaciones 
de Taiwán para sus campañas. Sin 
embargo, pocos casos relacionados con 
irregularidades en el financiamiento 
político se han concretado en denuncias 
judiciales y ninguno originó resoluciones 
condenatorias. Las inadecuadas 
regulaciones son un factor que explica 
este desenlace, debido a la inexistencia 
o los defectos en la tipificación penal del 
financiamiento político espurio.

Se sabe que la falta de regulacio-
nes en cuanto a topes y fuentes de 
financiamiento, elecciones locales, obli-
gación de publicitar la identidad de los 
donantes, entre otros, son vacíos lega-
les que tienden a favorecer a los par-
tidos grandes17. Un estudio del Incep 
señala la necesidad de restablecer 
el equilibrio entre el financiamiento 
público y el privado, dado que es 
“indudable que hoy en día la principal 
fuente de financiamiento de las cam-
pañas proviene de recursos privados” 
(pequeños círculos de empresarios y 
volátiles donaciones extranjeras). El 
mismo estudio recomienda evitar el 
riesgo de que los medios de comunica-
ción suplanten la función intermedia-
ria de los partidos políticos, aumen-
tar la transparencia y los controles 
públicos y privados desde la sociedad 
civil para detectar donaciones mal 
habidas, disminuir el riesgo de tráfico 
de influencias y, finalmente, lograr 
una mayor equidad entre los partidos 
políticos que participen en los procesos 
electorales (García, 2005).

En ese sentido, una innovación que 
cabe mencionar es la introducción, 
en Panamá, del criterio de equidad 
en los subsidios públicos a la política. 
De acuerdo con el Código Electoral 
de 2007, el 40% de la contribución 
asignada al Tribunal Electoral dentro 
del Presupuesto General del Estado, 
como aporte a los gastos en que 
incurren los partidos, se distribuye 
en partes iguales (10% para gastos de 
convenciones o elecciones primarias y 
30% para gastos de publicidad). El 60% 
restante se distribuye en función del 
total de votos obtenidos.
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Calidad de la gestión electoral 
genera riesgos políticos

La buena gestión electoral es una 
garantía fundamental para asegurar la 
limpieza y transparencia del sufragio. 
Asegura la independencia y neutra-
lidad de la administración electoral 
frente a otros centros de poder dentro 
y fuera del Estado; remueve obstáculos 
para que las personas voten si así lo 
desean; organiza, supervisa y adjudica 
elecciones que reflejan razonablemente 
la voluntad popular, y resuelve con cre-
dibilidad los conflictos que inevitable-
mente se producen en estas contiendas. 
Una gestión electoral de baja calidad, 
por el contrario, amenaza la base de 
la misma de la democracia: la celebra-
ción del votaciones libres y limpias. Se 
convierte en riesgo político cuando los 
actores agraviados cuestionan la legi-
timidad de los procesos electorales y 
movilizan a importantes segmentos de 
la ciudadanía, en el marco de un gene-
ralizado escepticismo popular.

En esta sección se analizan dos 
dimensiones de la gestión electoral: las 
garantías a la independencia política de 
las autoridades electorales y las barre-
ras a la participación ciudadana. La 
principal conclusión es que, al finalizar 
la primera década del siglo XXI, la 
independencia política de la máxima 
autoridad electoral no está garantizada 
en la mayoría de los países centroame-
ricanos, una amenaza a la estabilidad 
que ha ocasionado tensiones en los 

últimos años. Pese a la politización 
de las autoridades electorales, no hay 
evidencias de que las barreras legales 
o administrativas para el acceso al 
voto sean una amenaza importante a 
la estabilidad democrática. Incluso en 
Guatemala, donde aún subsisten algu-
nos obstáculos para votar, estos tienen 
un efecto cada vez menor.

Débiles garantías de 
independencia política 
de las autoridades electorales

En todas las naciones centroameri-
canas la máxima autoridad electoral 
es una institución jurídicamente inde-
pendiente de otros poderes del Estado 
(tribunal de elecciones). Como en otros 
países del hemisferio, ello refleja la 
difusión de la innovación institucional 
realizada en Costa Rica a mediados del 
siglo XX. No siempre, sin embargo, la 
independencia jurídica se traduce en 
independencia política, entendida como 
la capacidad para adoptar decisiones 
que no estén influidas por otros centros 
de poder.

La independencia política puede 
lograrse siguiendo ciertas pautas de 
diseño institucional. El diseño óptimo 
implica: integración no partidista de 
la autoridad electoral, designación no 
política (por el Congreso), mandato 
diferente e independiente de cualquier 
otro órgano de gobierno, iniciativa de 
ley y autonomía presupuestaria. Los 
organismos de gestión electoral de 

designación no política e integración 
no partidista son los que están en 
mejores condiciones para garantizar 
la credibilidad en las elecciones. En el 
otro extremo, los organismos de gestión 
electoral de designación política e inte-
gración partidista son los que ofrecen 
las menores garantías para unas elec-
ciones creíbles. Otras combinaciones 
se ubican en posiciones intermedias 
(Molina y Hernández, 1999).

Durante los últimos cinco años, con 
pocas excepciones, no se registraron 
cambios importantes en relación con 
las máximas autoridades electora-
les en Centroamérica (cuadro 7.2)18. 
En Honduras, el Tribunal Nacional 
Electoral que organizó las elecciones 
hasta 2001 fue sustituido por el nuevo 
Tribunal Supremo Electoral; aunque 
su designación siguió siendo política, 
su integración dejó de ser partidista 
(al menos formalmente) y el número de 
sus miembros se redujo a tres magis-
trados propietarios (con sus respectivos 
suplentes). Por otra parte, en Panamá 
el nuevo código electoral de 2007 le 
confirió la iniciativa de ley al Tribunal 
Electoral.

En la mayoría de los países del istmo 
existe un control partidista sobre la 
máxima autoridad electoral. En 
Nicaragua el tribunal está controlado 
de modo total por los partidos polí-
ticos, aunque ello no está establecido 
de manera explícita en la Constitución 
ni en la ley electoral. En El Salvador, 

CUADRO 7.2

Centroamérica: características de las máximas autoridades electorales. 2007

País	 Integración	 Designación	 Mandato 	 Miembros	 Iniciativa de ley	 Autonomía	
	 	 	 (años)	 	 	 presupuestaria
Costa Rica	 No partidista	 No política	 6	 3	 No	 No
El Salvador	 Mixta	 Política	 5	 5	 No	 No
Guatemala	 No partidista	 Política	 6	 5	 Sí	 Sí
Honduras	 No partidistaa/	 Política	 5	 3	 Sí	 No
Nicaragua	 Partidista	 Política	 5	 7	 Sí	 No
Panamáb/	 No partidista	 Política	 10	 3	 Sí	 Sí	

a/ El color gris indica que una característica fue objeto de modificación legal respecto a lo reportado por el Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en 
Centroamérica y Panamá.
b/ Según el código electoral de 2007.

Fuente: Artiga, 2007b y Proyecto Estado de la Región, 2003.
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CUADRO 7.3

Designación	                       Integración
	 No partidista 	 Mixta	 Partidista
	 (3)	  (2)	  (1)

No política (3)	 Costa Rica (6)	
	
Política (1)	 Guatemala 	 El Salvador (3)	 Nicaragua (2)
	 Honduras 	
	 Panamá (4)	 	 	

Nota: Los números entre paréntesis indican puntuaciones para cada celda según sea la credibilidad 
que garantizan para las elecciones. La puntuación máxima es 6 (total independencia) y la mínima 
2 (independencia limitada). Sin embargo, solo constituyen un ordenamiento entre las distintas 
categorías de la integración y designación de los organismos de gestión electoral.

Fuente: Artiga, 2007b a partir de Artiga, 2004.

La independencia política de la máxima 
autoridad electoral es una condición 
que facilita la realización de un escruti-
nio limpio de los votos, que es quizá el 
momento más delicado de los procesos 
electorales19. Sin embargo, no necesa-
riamente la falta de independencia da 
lugar a procesos de conteo de votos 
fraudulentos, uno de los riesgos asocia-
dos a la falta de garantías, o al no reco-
nocimiento de los resultados por los 
perdedores, tal vez el principal riesgo 
para la estabilidad política. La inter-
vención de otros factores puede evitar 
que estos peligros se materialicen: la 
presencia de observadores internacio-
nales, la transparencia del escrutinio 
y la celeridad con que se dé a cono-
cer el resultado20 pueden ser cruciales 
para la ocurrencia o no de un fraude. 
Asimismo, las negociaciones entre las 
fuerzas en pugna pueden llevar a acuer-
dos para dirimir enfrentamientos.

En los últimos cinco años en varias 
naciones centroamericanas se han 
suscitado cuestionamientos a la lim-
pieza de los resultados electorales. 
Paradójicamente, estas situaciones no 
han involucrado a Nicaragua, el país 
con las menores garantías para la lim-
pieza electoral, y sí a Costa Rica, el 
país con mayores garantías. En todos 
los casos las impugnaciones estuvie-
ron asociadas a resultados electorales 

pese a la demanda de diversos sectores 
sociales y académicos, también se man-
tiene un organismo máximo de gestión 
electoral bajo control de los partidos, 
aunque con la participación de magis-
trados “independientes” propuestos por 
la Corte Suprema de Justicia. La situa-
ción en Honduras ya fue comentada. 
En contraste, en Costa Rica el diseño 
institucional y la costumbre garantizan 
la integración no partidista de Tribunal 
Supremo de Elecciones (TSE).

En cuanto a la garantía de indepen-
dencia política derivada de la autono-
mía presupuestaria, solo en dos países 
(Guatemala y Panamá) esta condición 
se encuentra legalmente reconocida.

En síntesis, la independencia política 
de la máxima autoridad electoral no 
está garantizada en la mayor parte de 
la región. Esta es una debilidad estruc-
tural de la mayoría de las democracias 
electorales centroamericanas. La peor 
situación es la de Nicaragua, donde la 
designación de este órgano es política 
y su integración es partidista (cuadro 
7.3). Además en ese país, como ha sido 
explicado, el PLC y el FSLN controlan 
las estructuras regionales y locales de 
gestión electoral. El Salvador muestra 
la segunda situación más comprometi-
da, mientras que Guatemala, Honduras 
y Panamá están en una posición inter-
media (cuadro 7.3).

muy ajustados, que no se dieron en los 
comicios nicaragüenses del 2005 y sí en 
las elecciones nacionales de Honduras 
y Costa Rica en el 2006, así como en 
las municipales de El Salvador en ese 
mismo año (cuadro 7.4).

Si bien las garantías electorales no 
evitan los cuestionamientos, sí ayudan 
a mantener la estabilidad en momentos 
de tensión. En complejas situaciones 
políticas, como lo son unos resultados 
reñidos, las garantías de limpieza elec-
toral impiden un escalamiento de las 
tensiones que, de no frenarse, tienen un 
potencial desestabilizador. En el caso 
de Costa Rica, las partes fiscalizaron 
activamente el escrutinio manual de 
votos que la ley ordena realizar y no se 
reportaron incidentes. En Honduras y 
El Salvador, países con menos garan-
tías en este ámbito, resultados electo-
rales ajustados (nacionales o locales) 
dieron paso a fuertes tensiones políti-
cas que, aunque a la postre cedieron, 
constituyen señales de alarma.

Barreras para ejercer el derecho 
a elegir no son significativas

La conformación del padrón electo-
ral es clave para asegurar que todas las 
personas que deseen votar lo hagan sin 
problemas. Los obstáculos que pueden 
presentarse en este contexto son de 
dos tipos: las barreras para la inscrip-
ción de los votantes y las deficiencias 
en la depuración y actualización del 
registro. Ambas amenazan un derecho 
democrático fundamental: la libertad 
de elegir y ser electo. Las barreras 
para la inscripción de votantes pueden 
excluir a segmentos importantes de 
población en edad de sufragar. Por su 
parte, un registro electoral deficiente 
genera dudas no solo sobre la capaci-
dad técnica de la entidad responsable, 
sino también sobre la neutralidad (o el 
sesgo partidario) con que se organizan 
los comicios.

Las naciones del área han evolu-
cionado hacia un procedimiento de 
inscripción automática en el registro 
electoral, vinculado a la emisión del 
documento de identidad. En Costa Rica 
y Panamá los registros civil, ciudadano 
y electoral son responsabilidad de una 
misma institución, lo que ha evitado los 

Centroamérica: garantías de la limpieza de las elecciones, 
según el tipo de autoridad electoral
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CUADRO 7.4

País

Elección y año

Denunciante

Cuestionamientos

Consecuencias

Conclusión

Resolución

Costa Rica

Presidencial 2006

Partido Acción 
Ciudadana (PAC)

Extravío de papeletas 
sobrantes, faltantes de 
padrones de registro de 
la votación y ausencia 
del acta con el registro 
de los votos.

Reconteo manual

Atraso de la declaratoria 
oficial por un mes.

No hubo fraude, 
las irregularidades 
identificadas fueron 
menores y no incidieron 
en los resultados.

Denunciantes aceptaron 
los resultados.

El Salvador

Municipal 
(concejos) 2006

Estrecha diferencia 
de 44 votos entre los 
principales partidos.

Declaraciones triunfa
listas de los candidatos.

Intervención del 
Presidente de la República. 
Enfrentamientos 
entre miembros de los 
partidos y la policía. 
Manifestaciones públicas 
de presión sobre el TSE.

El resultado oficial fue 
aceptado luego del recuen-
to, y las autoridades 
electas tomaron posesión.

Tensa situación política 
se resolvió al aceptarse 
el escrutinio definitivo.

Honduras

Presidencial 2005

Movimiento Cívico 
para la Democracia

Sesgos partidarios de los 
magistrados del tribunal, 
cronograma desfasado, 
fracasada transmisión 
de resultados.

Se transmitieron como 
oficiales los resultados de 
151 mesas (de 13.000) y de 
una compañía de encuestas.

El Presidente del TSE 
unilateralmente proclamó 
un ganador, con base en 
resultados insuficientes.

Llamado a la intervención 
de las fuerzas armadas 
como garante del 
resultado electoral.

No se concluyó el escrutinio 
general en un 100%.

Tensa situación política se 
resolvió con negociaciones 
entre las partes.

Nicaragua

Presidencial 2006

Varios

Sesgo partidario del CSE 
y trato discriminatorio a 
diversos partidos ausentes 
de los mandos del CSE (no 
respuesta a denuncias, 
entrega tardía de material).

Diecisiete meses después 
de las elecciones no se 
conocía el escrutinio final. 

Fuente: Elaboración propia con base en Artiga, 2007b.

Centroamérica: denuncias de irregularidades en el escrutinio de votos

problemas de incompatibilidad que han 
surgido en el resto de los países cuando 
los tres registros no están unificados. 
Solo en Guatemala se exige el empa-
dronamiento como requisito específico 
para ser habilitado como elector. Esta 
disposición ha sido señalada como un 
factor de exclusión para los habitantes 

pobres de las áreas rurales, usualmente 
indígenas, aunque su incidencia ha ido 
disminuyendo a lo largo del tiempo 
(Boneo y Torres-Rivas, 2001). En el 
2005 se aprobó una ley para el registro 
único de personas que disminuiría este 
problema, pero no se ha logrado imple-
mentar.

Lo anterior no quiere decir que la 
elaboración de los registros electorales 
haya dejado de ser fuente de problemas 
o de disputa entre los partidos políti-
cos (Nicaragua es un ejemplo de ello). 
Sin embargo, en toda la región se han 
realizado procesos de modernización 
y mejoras notables en la publicidad de 
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este registro, gracias a la aplicación de 
la tecnología digital. A los padrones 
o listas provisionales y definitivas, en 
papel, colocados en edificios públicos, 
se han agregado la distribución de esos 
materiales en soporte digital (CD) y los 
sitios web de los organismos electorales, 
como medios de difusión y consulta.

Otros dos momentos importantes en 
la gestión electoral son el cierre y la 
fecha en que se hace público el registro 
electoral. Las y los electores necesitan 
cerciorarse de que los padrones no 
tienen errores en sus datos, e incluso 
de que no han sido excluidos de los 
mismos. También se debe asegurar que 
quienes cumplen años entre la fecha 
de cierre del registro y el día de las 
votaciones podrán ejercer el sufragio. 
El país donde más tempranamente se 
cierra el registro es Panamá, con casi 
siete meses de anticipación. El caso 
más tardío es el de Guatemala, donde el 
registro se cierra “a más tardar treinta 
días antes de la elección21”.

En resumen, desde el punto de vista 
formal en Centroamérica no se obser-
van barreras sistemáticas al ejercicio 
del derecho al sufragio originadas en la 
exclusión expresa de grupos sociales y 
políticos, salvo en el caso de Guatemala. 
En términos generales, se ha mejorado 
la calidad de estos registros, aunque en 
varios países subsisten problemas en 
esta materia (Nicaragua).

Pocos riesgos originados en la 
dinámica de los sistemas de 
partidos

En esta sección se analizan las ame-
nazas y riesgos a la estabilidad política 
de los países centroamericanos origina-
dos en los sistemas de partidos. Se exa-
minan tres dimensiones: la conforma-
ción, la fluidez y la polarización de los 
sistemas, aspectos que una abundante 
literatura especializada ha identificado 
como relevantes para el funcionamiento 
de las democracias22.

Predomina el multipartidismo 
moderado

La presencia de sistemas de par-
tidos fragmentados (extremadamente 
multipartidistas) es peligrosa para las 
democracias presidencialistas. En estas 

condiciones, a los Ejecutivos se les 
dificulta la formación de coaliciones 
estables para echar a andar sus políti-
cas, lo que afecta la capacidad de los 
gobiernos para apalancar el progreso 
social y económico (Mainwaring, 2008; 
Mainwaring et al., 2001; Chasqueti, 
2001). Por ello, la combinación del pre-
sidencialismo con el multipartidismo 
extremo constituye una amenaza para 
la estabilidad. Por el contrario, el multi-
partidismo moderado o el bipartidismo 
son condiciones que, en principio, favo-
recen la gobernabilidad.

En el Primer Informe Estado de la 
Región (1999) se clasificó a las naciones 
del istmo en dos grupos, de acuerdo 
con las características de sus sistemas 
de partidos. Costa Rica y Honduras 
tenían sistemas bipartidistas estables, 
en tanto que los demás países presen-
taban sistemas multipartidistas o poco 
estables. En el Segundo Informe (2003) 
se concluyó que, con excepción del caso 
hondureño, los demás sistemas mostra-
ban signos de cambio. En Costa Rica 
parecía atenuarse el bipartidismo, en 
Panamá se había moderado el multi-
partidismo, Nicaragua, por el contrario, 
se movió hacia el bipartidismo, en tanto 
que Guatemala y El Salvador registra-
ban comportamientos que no llegaban a 
configurar tendencias claras.

Cinco años después, si se consideran 
los comicios presidenciales, Honduras 
mantiene el sistema bipartidista y El 
Salvador se ha movido hacia ese mismo 
formato. Nicaragua está más bien en una 
situación ambigua; sus promedios toda-
vía están en la franja del bipartidismo, 
aunque los datos correspondientes a la 
última elección perfilan un esquema mul-
tipartidista en los comicios presidencia-
les. Hoy en día Costa Rica y Guatemala 
presentan sistemas multipartidistas: en 
Guatemala se trata de un multipartidismo 
fragmentado, mientras que Costa Rica, 
por dos elecciones consecutivas (2002 y 
2007), experimenta con un multiparti-
dismo moderado. Finalmente, Panamá 
tiene también un sistema multipartidista, 
aunque la última elección legislativa dio 
como resultado un formato más parecido 
al bipartidismo (cuadro 7.5).

Es interesante complementar el análi-
sis de la fragmentación partidaria en las 

elecciones presidenciales con la situa-
ción imperante en los Parlamentos. 
En estos priva, por lo general, el mul-
tipartidismo, con las excepciones de 
Honduras y Nicaragua. Además, en 
cinco de los seis países del istmo exis-
ten gobiernos divididos (el Ejecutivo no 
tiene mayoría en el Congreso). Esto les 
impone la obligación de buscar acuerdos 
con partidos de oposición para obtener 
mayorías que permitan aprobar legis-
lación relevante. Solo en Panamá el 
Gobierno logró asegurarse una mayo-
ría parlamentaria en la última elección. 
En los demás casos, sin embargo, a los 
Ejecutivos les “falta poco” para lograr 
mayorías23, salvo en Guatemala, donde 
la bancada oficialista es reducida, una 
situación previsible dada la fragmen-
tación de su sistema de partidos. Debe 
tomarse en cuenta que únicamente El 
Salvador realiza comicios presidencia-
les y legislativos no concurrentes, lo 
que en principio elimina el “efecto de 
arrastre” que la elección presidencial 
suele tener sobre la de diputados.

El número efectivo de partidos y la 
conformación del Parlamento resultan 
variables importantes de analizar cuan-
do se considera que en Centroamérica, 
con excepción de Panamá y El 
Salvador, los poderes presidenciales 
tienden a ser bajos24. Ello contrasta 
con la mayoría de los países latinoa-
mericanos, que exhiben presidencias 
más fuertes, que tienden a imponerse 
sobre el Legislativo (PNUD, 2004). En 
este sentido, la presencia de regímenes 
multipartidistas y gobiernos divididos 
implica que, a falta de una organización 
partidaria mayoritaria que los respal-
de, los Ejecutivos centroamericanos 
están obligados a realizar constantes 
negociaciones con el Parlamento. La 
debilidad relativa de las competen-
cias legales de los Ejecutivos no hacen 
sino indispensable ese esfuerzo (otra 
cosa es que lo hagan y que los acuer-
dos políticos con las fuerzas oposito-
ras estimulen el desarrollo humano). 
Sin embargo, el único caso en el que 
la configuración del sistema de par-
tidos constituye una amenaza para la 
estabilidad es el de Guatemala, en la 
medida en que combina un Ejecutivo 
débil con un multipartidismo extremo. 
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Mayor estabilidad de la oferta     
partidista es una evolución favorable

Los sistemas partidarios estables son 
aquellos en los que, a lo largo del 
tiempo, es poca o ninguna la variación 
que existe en los partidos que compi-
ten en los procesos electorales y están 
representados en los Parlamentos. Esta 
condición contribuye a crear un marco 
de certidumbre no solo entre los actores 
políticos, sino en la ciudadanía, que 
puede escoger entre plataformas pro-
gramáticas relativamente conocidas y 
contrastables, y puede llamar a cuentas 
a sus representantes. En cambio, siste-

mas partidarios inestables, en los que 
existe una gran rotación o fluidez de los 
partidos, generan fuerte incertidumbre 
política, estimulan la irresponsabili-
dad25 y dificultan el ejercicio de la peti-
ción de cuentas.

Durante la década de los ochenta fue 
frecuente observar la aparición y des-
aparición de partidos políticos no solo 
en el ámbito parlamentario sino en la 
competencia electoral misma, situación 
que dificultaba también la formulación 
y seguimiento de una agenda guberna-
mental. Guatemala mostraba el com-
portamiento más llamativo, a tal grado 

que, como en una especie de ley, el 
partido que ganaba las elecciones presi-
denciales desaparecía en los siguientes 
comicios. Una forma de medir este 
fenómeno es a través del índice de 
fluidez (fp)26. Cuanto mayor es este índi-
ce, más problemas para estructurar una 
oferta partidista tiene el sistema y, por 
tanto, la representación y la rendición 
de cuentas se verán limitadas, pues los 
partidos no permanecen en el poder el 
tiempo suficiente para consolidarse.

En la actualidad solo Guatemala y 
Nicaragua continúan enfrentando esta 
dificultad (cuadro 7.6). Ambos exhiben 

CUADRO 7.6

Centroamérica: fluidez de la oferta de los sistemas de partidos. 1990-2006

País	 Índice de fluidez promedio	 Año base	 	 Fluidez inicial	 	 Fluidez final

		  Valor	 Año		  Valor	 Año
Costa Rica	 7,5	 1990	 	 4,4	 1994	 	 4,5	 2006
El Salvador	 3,6	 1994	 	 4,2	 1997	 	 0,0	 2006
Guatemala	 23,4	 1999	 	 30,6	 2003	 	 16,2	 2007
Honduras	 0,4	 1993	 	 1,1	 1997	 	 0,0	 2005
Nicaragua	 45,4	 1990	 	 59,4	 1996	 	 18,1	 2006
Panamá	 9,5	 1994	 	 13,3	 1999	 	 5,6	 2004

Fuente: Artiga, 2007b.

CUADRO 7.5

Centroamérica: fragmentación de los sistemas de partidos según número efectivo de partidos 
y apoyo legislativo del partido ganador en la última elección

País	 Última elección	 Promedio 1990-2007

	 Año	 Partido	 Porcentaje 	 NEP a/	 NEP	 NEP	 NEP 
		  ganador	 de escaños	 (presidencial)	 (legislativa)	 (presidencial)	 (legislativa) 
			   legislativos				  
Costa Rica	 2006	 PLN	 43,8	 3,0	 3,3	 2,7	 3,0
El Salvador	 2006b/	 Arena	 40,5	 2,2	 3,0	 2,6	 3,4
Guatemala	 2007	 UNE	 32,3	 5,6	 4,9	 4,6	 4,0
Honduras	 2005	 PLH	 48,4	 2,2	 2,3	 2,1	 2,2
Nicaragua	 2006	 FSLN	 42,2	 3,3	 3,1	 2,4	 2,5
Panamá	 2004	 PRD	 52,6	 2,9	 2,4	 3,2	 3,5	

a/ NEP: Número de partidos efectivos. La fórmula de cálculo del NEP es: 1/(∑Si2), donde “si” es, en el caso de las elecciones legislativas, la proporción 
de escaños obtenidos por el partido “i” y en las presidenciales, la proporción de votos recibidos. Es importante tomar en cuenta que un NEP igual a 2 
no significa que solo hay dos partidos, aunque con claridad señala una situación bipartidista. El NEP se refiere a partidos hipotéticos de igual tamaño 
que tendrían un efecto sobre el sistema de partidos igual al que tienen los partidos realmente existentes. Cuanto más se acerque el NEP a 1, más cerca 
se estará de una situación de un partido predominante. Cuanto más se aleje el NEP de 2, desplazándose hacia valores mayores, más evidente será una 
situación de multipartidismo.

b/ Elecciones para diputados únicamente.

Fuente: Artiga, 2007b.
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altos niveles de fluidez promedio, que 
superan en mucho los registrados en 
los países con ofertas estructuradas (El 
Salvador y Honduras) donde incluso la 
fluidez fue nula en la última elección, 
es decir, se mantuvieron los mismos 
partidos que participaron en los comi-
cios anteriores. Panamá y Costa Rica se 
encuentran en posiciones intermedias, 
con partidos relativamente estables en 
el tiempo. En términos generales, la 
tendencia regional (aunque no en todos 
los países) es hacia sistemas de partidos 
más estructurados. En principio, la 
estabilidad política en el istmo no está 
amenazada por una evolución desfavo-
rable en este ámbito.

Polarización y competitividad 
creciente en las elecciones 
presidenciales

La polarización es la distancia ideo-
lógica entre izquierda y derecha que 
se percibe entre los principales par-
tidos políticos representados en el 
Parlamento. A mayor distancia, más 
polarización. En teoría, un sistema de 
partidos más polarizado genera más 
dificultades para gobernar, pues los 
partidos de gobierno y de oposición 
tienen menos incentivos para cooperar 
entre sí y hay mayor potencial para la 
crispación política. No obstante, en la 
práctica es difícil señalar que la pola-
rización per se es una amenaza para la 
estabilidad política, pues, como se verá, 
es un fenómeno que debe analizarse en 
conjunto con otros factores.

Hasta 2005, El Salvador y Nicaragua 
tenían los sistemas de partidos más 
polarizados del istmo, mientras que 
Guatemala se ubicaba en el extremo 
opuesto (cuadro 7.7). Sin embargo, los 
resultados de las elecciones más recien-
tes en este último país, disputadas entre 
la Unidad Nacional de la Esperanza 
(centro-izquierda) y el Partido Patriota 
(derecha) han conducido a una mayor 
polarización. En el caso de Costa 
Rica, la emergencia del Partido Acción 
Ciudadana como segunda fuerza políti-
ca no está asociada a una mayor pola-
rización.

La presencia de sistemas partidarios 
polarizados se convierte en un factor de 
riesgo para la estabilidad de las demo-

cracias cuando, en regímenes presi-
dencialistas, se combina con resulta-
dos muy cerrados en la competencia 
electoral27. Que este riesgo se instale 
como un problema crónico depende, 
por supuesto, de otros factores, como 
la incapacidad de las fuerzas en pugna 
para encontrar salidas o las garantías 
de limpieza que ofrezcan los sistemas 
electorales. Adicionalmente, bajo cier-
tas condiciones, estrechos márgenes de 

victoria pueden crear una distribución 
de fuerzas parlamentarias que compli-
que la formación de coaliciones mayo-
ritarias y, por ende, la implementación 
de políticas por parte de los gobiernos 
electos.

En el período 2004-2007, en tres de 
los seis países se registraron eleccio-
nes presidenciales reñidas: Costa Rica, 
Honduras y Guatemala (cuadro 7.8). El 
margen de victoria, entendido como la 

CUADRO 7.7

Centroamérica: polarización de los sistemas de partidos 
según distancia entre los dos partidos más votados en las 
elecciones presidenciales. 2002-2006

País	 Año	 Partidos	 Distancia ideológica

Costa Rica	 2002	 PLN/PUSC	 0,20
Costa Rica	 2006	 PLN/PAC	 0,18
El Salvador	 2003	 FMLN/Arena	 0,90
Guatemala	 2004	 PAN/FRG	 0,07
Guatemala	 2008 a/	 UNE/PP	 ND (se amplió)b/

Honduras	 2001	 PL/PN	 0,31
Nicaragua	 2002	 FSLN/PLC	 0,79
Nicaragua	 2006 a/	 FSLN/AL	 ND (similar) b/

Panamá	 2004	 PRD/PA	 0,18	

a/ Excepto en Guatemala-2008 y Nicaragua-2006, en el resto de los casos se consigna la distancia 
percibida por los diputados centroamericanos, en términos de cuán cercanos o alejados se sienten 
unos con respecto a otros. Esta distancia puede determinarse a partir de la autoubicación de los 
legisladores en una escala de 1 a 10, donde 1 es la posición más a la izquierda y 10 la posición más a 
la derecha. La distancia ideológica se calcula como la diferencia entre las autoubicaciones medias 
de los diputados de los dos partidos dividida por nueve, que es la máxima distancia posible. Para 
Costa Rica-2006 y Nicaragua-2006 la metodología de cálculo es la misma, pero se basa en una 
fuente distinta y no comparable: la autocalificación de los ciudadanos que votan por un partido.

b/ Por lo reciente de estas elecciones no se ha calculado el indicador; no obstante, se indica cuál 
es la tendencia según la opinión de expertos.

Fuente: Elaboración propia con base en Artiga, 2007a y 2007b, con datos del proyecto Élites 
Parlamentarias Latinoamericanas (Universidad de Salamanca).

CUADRO 7.8

Centroamérica: margen de victoria en las elecciones 
presidenciales. 2004-2007

País	 Última elección	 Margen de victoria	 Promedio 1990-2007
(porcentaje)
Costa Rica	 2006	 1,1	 3,2
El Salvador	 2004	 22,0	 23,0
Guatemala	 2007	     4,8a/	 10,0
Honduras	 2005	 3,7	 7,9
Nicaragua	 2006	 9,7	 12,7
Panamá	 2004	 16,6	 8,7	

a/ En la primera ronda.

Fuente: Artiga, 2007b.
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diferencia en votos entre los dos parti-
dos con mayor caudal electoral, fue de 
1,1% en los comicios del 2006 en Costa 
Rica, 3,7% en los de 2005 en Honduras 
y 4,8% en los de 2007 en Guatemala. En 
los tres casos, estas situaciones genera-
ron tensiones. En Costa Rica, los cues-
tionamientos del partido perdedor se 
resolvieron luego del escrutinio manual 
y no hubo perturbaciones del orden 
público. En Honduras, los apretados 
resultados electorales dieron lugar a un 
período de tensión política que pudo 
superarse sin mayores consecuencias. 
En Guatemala, donde una agitada cam-
paña electoral y ajustados resultados se 
combinaron con un sistema partidario 
más polarizado, el proceso se vio afec-
tado por la violencia política.

Recapitulación: los riesgos 
derivados de la dinámica política

Con base en el examen del con-
junto de variables presentadas hasta 
el momento, complementado con un 
análisis de los resultados de las eleccio-
nes más recientes, se puede recapitular 
acerca de las amenazas y riesgos impli-
cados en la dinámica de los sistemas de 
partidos políticos en Centroamérica. 
Para ello se construyó una tipología de 
los sistemas de partidos que agrupa a 
estas variables (cuadro 7.9). Las condi-
ciones críticas para la estabilidad de la 
democracia son las correspondientes a 
los sistemas polarizados y, retomando 
las consideraciones sobre las ventajas 
y desventajas del presidencialismo, las 
de sistemas multipartidistas. Por tanto, 
el país que presenta el mayor riesgo 
de enfrentar problemas de estabilidad 
política es Guatemala, seguido por El 
Salvador.

Un escenario de amenaza es aquel 
que combina un multipartidismo (extre-
mo) polarizado, un sistema electoral 
que favorece a los partidos que polari-
zan el sistema de partidos y una gestión 
de los procesos electorales de baja cali-
dad. Si a esa combinación se agregan 
otras variables coyunturales, como una 
competencia reñida y una participación 
electoral que se desvía del compor-
tamiento normalmente registrado, el 
escenario puede convertirse en uno de 
alto riesgo. Guatemala es el único país 

del área que se acerca a tal situación, de 
acuerdo con los resultados reportados 
en las elecciones del 2008. El sistema 
de partidos guatemalteco es inestable 
(fluido), multipartidista (extremo) y en 
las últimas elecciones se movió hacia 
una mayor polarización (aunque toda-
vía no ha sido posible estimarla).

En El Salvador, la polarización enca-
sillada en un sistema estable de parti-
dos, con gobiernos divididos, en prin-
cipio conspiraría contra la estabilidad; 
sin embargo, las alianzas establecidas 
por los partidos de derecha han permi-
tido a los presidentes del partido Arena 
llevar adelante sus políticas sin mayo-
res tropiezos desde 198928.

Por su parte, Honduras muestra el 
sistema de partidos más estable de la 
región, con un sistema bipartidista no 
polarizado. Esta configuración no ha 
generado riesgos para la estabilidad 
política, pese a la apretada competencia 
electoral; más bien, el problema son 
los incentivos que la estructuración del 
sistema de partidos propicia para la 
colusión de actores. En el caso costa-
rricense, la transición que experimenta 
el sistema de partidos ha generado 
dificultades para la gobernabilidad pero 
no amenazas a la estabilidad política. 
Costa Rica y Panamá, continúan siendo 

los países que exhiben condiciones más 
favorables para la estabilidad, con siste-
mas de partidos moderados.

La conformación y la dinámica del 
sistema de partidos políticos nicara-
güense han generado serios problemas 
para la estabilidad democrática en ese 
país. Nicaragua tiene una conformación 
partidaria caracterizada por un bipar-
tidismo fluido pero polarizado29. En los 
últimos años importantes turbulencias 
en ese país han puesto en peligro su 
estabilidad, y han estado originadas en 
el sistema de partidos. Estas turbulen-
cias están relacionadas tanto con facto-
res estructurales como con la dinámica 
política. Desde el punto de vista estruc-
tural, los defectos en el diseño elec-
toral han permitido un pleno control 
bipartidista sobre las autoridades y la 
gestión electoral, con barreras a fuerzas 
emergentes. Desde el punto de vista de 
la dinámica, el enfrentamiento de fuer-
zas en un sistema bipolar y, en especial, 
con luchas asociadas al reparto de las 
instituciones públicas entre dos grupos 
de poder, han sido factores de inestabi-
lidad. Estos últimos aspectos son difí-
cilmente captados por los indicadores 
cuantitativos disponibles para estudiar 
la configuración del sistema de partidos 
en ese país.

CUADRO 7.9

Centroamérica: tipología de los sistemas de partidos. 
Circa 2008a/

	 Bipartidismo	 Multipartidismo

	 Moderado	 Polarizado	 Moderado	 Polarizado

Oferta estructurada	 Honduras	 El Salvador b/	 Costa Rica	
	 	 	 Panamá
Oferta fluida	 	 Nicaragua	 	 Guatemala c/	

a/ Las fechas con base en las cuales se ha elaborado esta tipología no corresponden a los mismos 
años para las tres variables, sino más bien a una combinación entre los resultados de éstas en el 
período 2002-2007 y la observación de la última elección.

b/ El Salvador es clasificado aquí como un sistema polarizado, estructurado y bipartidista, aunque 
en la ponencia original se consideró aún como multipartidismo. La elección de 2009 será crucial 
para definir este patrón.

c/ La clasificación como polarizado se basa en los resultados de las elecciones del 2008, aunque el 
indicador no fue calculado en la ponencia original.

Fuente: Elaboración propia con base en Artiga, 2007a.
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Niveles de participación 
electoral no generan amenazas

Sin participación ciudadana la demo-
cracia no es viable. Las y los ciuda-
danos, como fuente de la soberanía 
del poder, son quienes, como mínimo, 
eligen a sus gobernantes. Si deciden 
masivamente abstenerse de hacerlo, la 
legitimidad y la vigencia del régimen 
democrático son afectadas y éste no 
podría perpetuarse, pues las elecciones 
son el mecanismo mediante el cual se 
reproduce. Por esta razón, una parti-
cipación electoral muy baja constituye 
una amenaza para la democracia. Sin 
embargo, no es cierta la afirmación de 
que el funcionamiento de ésta requiera 
una alta participación30. A la fecha no 
existe una teoría capaz de establecer 
cuál es el nivel “ideal” u “óptimo” 
de participación ciudadana31 , ni un 
umbral mínimo por debajo del cual la 
baja participación pasa a constituirse en 
un riesgo político.

Con esta advertencia, el presente acápi-
te examina el comportamiento de la par-
ticipación electoral en Centroamérica. 
Se procura determinar si ésta ha experi-
mentado un marcado descenso a niveles 
que, comparados con el resto de la región 
latinoamericana, son significativamente 
muy bajos. Tal situación podría indicar 
la existencia de una amenaza para la 
estabilidad democrática.

Lo anterior no parece estar sucediendo 
en Centroamérica. Aunque en algunos 
países la participación ha descendido, en 
ninguno se registran niveles excepcional-
mente bajos en comparación con otras 
latitudes. En el largo plazo (1980-2006), 
estos niveles han ido convergiendo hacia 
el promedio reportado para el conjunto 
de América Latina (gráfico 7.1). Este últi-
mo, por lo demás, no es muy distinto al de 
otras regiones del mundo32.

En el corto plazo, no se observa 
una tendencia clara en la participación 
electoral de las y los centroamericanos. 
Con algunas oscilaciones, Nicaragua ha 
mantenido consistentemente los niveles 
de participación electoral más altos de 
la región. Honduras y Costa Rica, los 
países con más larga trayectoria en 
materia electoral, han visto descender 
la participación de manera importante. 
En Honduras ésta ha disminuido en 

casi diez puntos porcentuales desde 
mediados de los años noventa, situación 
que puede reflejar un cierto cansancio 
de los hondureños con respecto a su 
tradicional bipartidismo. Una situación 
similar experimenta Costa Rica a partir 
de 199833. Sin embargo, mientras en 
Honduras la caída en la participación 
electoral no ha estado asociada a la 
emergencia de nuevos partidos que 
disputen el voto ciudadano a los partidos 
tradicionales, en Costa Rica la reducción 
coincidió con el surgimiento de nuevos 
partidos y el desplome electoral de una 
de las agrupaciones tradicionales.

Guatemala y El Salvador, las nacio-
nes con más baja participación electoral 
del istmo, han registrado un fuerte y 
similar repunte en la última década: 
sus niveles se han incrementado entre 
quince y veinte puntos porcentuales. 
Panamá es el único país donde la parti-
cipación electoral ha crecido de manera 
constante desde 1991.

Más allá de los actos aquí comenta-
dos, no existen estudios comparados que 
permitan explicar las tendencias de la 
participación electoral en todos los países 
centroamericanos en la última década34.

Insuficiente inclusión ciudadana 
es una amenaza a la democracia

La equidad social no es una condición 
para la existencia de una democracia35. 
Esta emerge y perdura en sociedades 

con grados diversos de equidad social 
y de prevalencia de pobreza humana 
(Boix, 2003). Sin embargo, toda demo-
cracia debe asegurar que las desigual-
dades no generen exclusiones políticas. 
Por tanto, un mínimo de habilitación 
ciudadana es necesario para que un 
sistema político cumpla con el requisito 
poliárquico de la inclusión universal.

Desde esta perspectiva, en la presente 
sección se analiza si en Centroamérica 
se ha logrado completar el proceso de 
inclusión ciudadana. La principal con-
clusión sobre el tema es que en varias 
naciones esta es todavía una tarea 
incompleta, situación que viola uno de 
los preceptos básicos de la democracia. 
Posteriormente se estudia si los países 
están realizando esfuerzos que permi-
tan prever la remoción a corto plazo de 
las barreras a esta inclusión. El hallaz-
go más relevante es que ahí donde más 
fuertes son ciertas exclusiones, menores 
parecen ser los avances para lograr la 
habilitación ciudadana.

Exclusiones sociales afectan la 
inclusión ciudadana en algunos 
países

Por habilitación ciudadana mínima 
se entiende que las personas tengan las 
capacidades indispensables para fun-
cionar como ciudadanas, es decir, para 
ejercer sus derechos (Proyecto Estado 
de la Nación, 2001). En términos del 

GRÁFICO 7.1

Centroamérica: participación electoral en las últimas 
elecciones presidenciales. 1990-2006

Fuente: Artiga, 2007b. Para el promedio de América Latina, Sonnleitner, 2007.
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RECUADRO 7.2

Aproximación empírica al estudio de las exclusiones sociales

En el presente trabajo se utiliza como 
fuente de información las encuestas rea-
lizadas en Centroamérica en el año 2006 
por el Barómetro de las Américas, del 
proyecto Opinión Pública en América 
Latina (Lapop, por su sigla en inglés), de la 
Universidad de Vanderbilt.

La literatura académica sobre exclusión 
social señala que ésta es multidimensio-
nal. Se trata de una confluencia de pro-
cesos que bloquean la participación de 
las personas en distintos ámbitos de la 
vida económica, social y política. En este 
estudio se distinguieron cinco tipos de 
exclusión: por consumo, por activos, pro-
ductiva, política y social.

La exclusión por consumo se aproximó 
mediante la elaboración de un índice de 
bienestar del hogar, a partir de una lista de 
bienes y la tenencia o no de cuarto de baño 
y agua potable dentro de la vivienda. Cada 
uno de los ítems se ponderó por el recíproco 
de su importancia relativa en el total de la 
muestra, a fin de tener una escala compa-
rable entre los países. Este indicador puede 
tomarse como una buena aproximación al 
consumo total del hogar, pero no es una 
medida de la pobreza, ni del ingreso. Una 
persona se consideró excluida por consumo 
si estaba por debajo de la mitad de la media-
na del indicador de bienestar.

La exclusión por falta de activos alude 
a los recursos que pueden ser movilizados 
por los miembros del hogar para evitar un 
descenso del nivel de vida o para disminuir 
la vulnerabilidad ante cambios coyuntura-
les, como pérdida de empleo, problemas 
de salud, un cambio en las condiciones 
económicas y otros que tienden a afectar 
de manera más drástica a los hogares 
más pobres. Esta medición se aproxima a 
la propuesta de Sen (1992) según la cual 
lo que interesa para examinar la posición 
relativa de las personas y los hogares son 
los entitlements38. Los bienes en el hogar 
se miden a partir de las mismas pregun-
tas utilizadas para obtener el indicador 
de bienestar, pero excluyendo aquellas 
relacionadas con la vivienda. En lo que 
respecta a educación, se consideran no 
excluidas por activos las personas que 
tienen ocho o más años de educación 
aprobados, el umbral a partir del cual dis-
minuye marcadamente la exclusión en los 
países del istmo.

Una persona se clasificó como excluida 
de la esfera de la producción si al momento  

de la encuesta no estaba trabajando y no 
había tenido trabajo por cinco semanas o 
más durante el último año. La exclusión 
productiva incluye además a personas que 
realizan un trabajo no remunerado, los 
trabajadores por cuenta propia con tres o 
menos años de educación y que declararon 
ser comerciantes, campesinos o agricul-
tores, peones agrícolas, artesanos, ser-
vidores domésticos u ocupados en otros 
servicios. No se consideraron excluidas 
las personas que estaban trabajando y 
declararon ser asalariados o patronos, ni 
quienes declararon ser estudiantes, amas 
de casa o pensionados.

En el caso de la exclusión política se 
asumió como excluida toda persona que no 
estuviera empadronada. También se toma-
ron como excluidos políticamente aquellos 
que no votaron en las últimas elecciones 
presidenciales debido a que no pudieron 
llegar al sitio de votación (falta de trans-
porte o discapacidad). Además se agregó 
a este grupo el conjunto de personas que, 
según la información de las encuestas, no 
había participado nunca en una organiza-
ción política.

En el caso de la exclusión social, no se 
tiene información para identificar a las per-
sonas que carecen de alguna red de apoyo 
social, ya sea en la familia, la comunidad u 
otra instancia. Para aproximar este tipo de 
exclusión se tomó en cuenta la participa-
ción en actividades de tipo religioso, traba-
jos o comités en la comunidad, asociacio-
nes de padres de familia, de profesionales 
o gremiales, o sindicatos. Las personas 
que nunca formaron parte de alguna de 
estas instancias se consideraron excluidas 
socialmente. En virtud de la información 
utilizada en el estudio, la dimensión social 
puede aumentar el grado de exclusión, 
pero no determinarlo39.

Ninguna de las medidas de exclusión 
consideradas tiene una alta correlación 
con el nivel de ingreso. A pesar de que 
en las dimensiones de consumo, activos 
y producción existe una gradiente según 
el ingreso, en ninguna de ellas la exclu-
sión puede predecirse a partir del nivel de 
ingreso. Igualmente, si bien las medidas de 
consumo y activos tienen una alta correla-
ción positiva, esta no es perfecta y ambas 
medidas tienen distribuciones diferentes 
(Robles, 2008).

Fuente: Robles, 2008.

desarrollo humano, ello implica que las 
personas pueden hacer uso de su liber-
tad sin padecer los efectos de exclu-
siones sociales, económicas, políticas 
y culturales generadas por la pobreza 
absoluta (Sen, 1999).

La pobreza absoluta es una situa-
ción de desigualdad extrema en la que 
se limita la autonomía moral de las 
personas (Dahl, 1998) y, por tanto, la 
ciudadanía como agencia (O’Donnell, 
2004). Este tipo de pobreza implica 
condiciones que afectan las facultades 
físicas y mentales de los individuos 
para participar en la vida pública y 
tomar decisiones libres36, lo que los 
coloca en tal desventaja objetiva dentro 
de la esfera pública que se viola el prin-
cipio de la igualdad política. Esta des-
ventaja puede ser entendida como una 
exclusión de las personas del “demos”, 
puesto que constituye una barrera a la 
participación que está fuera del control 
de las personas (Burchard et al., 1999). 
En resumen, un ciudadano habilitado 
es una persona no excluida.

Las exclusiones asociadas a la pobreza 
absoluta representan una amenaza para 
la democracia. Cuando grandes sectores 
de la población están excluidos, se anula 
en la práctica el principio de la ciuda-
danía universal. No obstante, amplias 
exclusiones sociales-características de 
los países de menor desarrollo humano-
no constituyen per se un riesgo político 
para la estabilidad democrática. Solo 
cuando convergen con otros factores 
sociales, políticos e institucionales37 es 
que se transforman en una amenaza.

La amenaza que significan los déficit 
de habilitación ciudadana para las 
democracias centroamericanas se estu-
dia aquí mediante la valoración del 
tipo y la intensidad de las exclusiones 
a las que están sometidos algunos sec-
tores de la población (recuadro 7.2). Se 
identifican factores asociados a éstas y 
las consecuencias que tienen las exclu-
siones económicas y sociales sobre la 
inclusión política de las personas.

Extendida prevalencia 
de exclusiones sociales

En la mayoría de los países del istmo, 
importantes contingentes de la población 
experimentan algún tipo de exclusión 
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social, económica o política. Como es 
de esperar dados los niveles de pobreza 
existentes en Centroamérica, el mayor 
porcentaje de personas excluidas mues-
tra esta condición por el criterio de 
consumo (tenencia de bienes y acceso 
a agua intradomiciliar) y la ausencia de 
activos en el hogar (tenencia de bienes y 
títulos educativos). Sin embargo, no en 
todos los países estas dos dimensiones 
tienen la misma importancia (cuadro 
7.10); ésta es significativamente más alta 
en Guatemala, Honduras y Nicaragua, 
y menor en El Salvador y, sobre todo, 
en Costa Rica. La exclusión productiva 
sigue, en términos generales, el mismo 
patrón en toda el área.

La exclusión política es relativamente 
alta en la mayoría de los países, pues 
proporciones apreciables de la población 
no están empadronadas o experimentan 
problemas de acceso a los centros de 
votación que les han impedido ejercer el 
derecho político democrático fundamen-
tal: el derecho del voto. Desde un punto 
de vista formal, aún no se ha logrado 
completar el requisito procedimental de 
asegurar la ciudadanía universal dentro 
de los territorios de cada nación.

Exclusiones sociales aumentan 
probabilidad de exclusión política

Desde la perspectiva del desarro-
llo humano, las exclusiones sociales y 
económicas extremas conspiran contra 

la habilitación ciudadana mínima. Sin 
embargo, ¿existe evidencia de que estas 
exclusiones afectan la inclusión ciu-
dadana? El estudio realizado señala 
que en los países de menor desarrollo 
humano, en los cuales la prevalencia de 
las exclusiones sociales y económicas 
es más generalizada (centro y norte de 
Centroamérica), la intensidad de éstas 
aumenta de manera significativa la pro-
babilidad de que las personas estén 
políticamente excluidas.

En tres de los cinco países considerados 
en el estudio, el porcentaje de personas 
empadronadas para votar difiere mucho 
según el grado de exclusión. Los países 
del llamado CA4 (excepto Honduras) las 
personas que no experimentan ninguna 
exclusión tienden, en mayor proporción, 
a estar empadronadas y su decisión de 
votar o no hacerlo no está relacionada 
con problemas de acceso a los centros 
de votación. En cambio, quienes sufren 
exclusiones severas (en tres o cuatro 
más de las dimensiones) muestran un 
menor nivel de inclusión política entre 
7 y 10 puntos porcentuales más bajo (sig 
<.05). En Costa Rica y Honduras, sin 
embargo, no se aprecia este efecto, pues 
el nivel de inclusión política es similar 
(casi universal en el primero) inde-
pendientemente del grado de exclusión 
social debido sobre todo a requisitos de 
identificación más sencillos para ejercer 
el sufragio.

Las condiciones asociadas a la 
exclusión exclusión social también 
inciden sobre la participación 
política

Luego de determinarse que las 
exclusiones sociales afectan el nivel 
más básico de inclusión ciudadana 
(estar empadronado), el siguiente paso 
fue indagar los factores asociados a 
la exclusión social. Para ello, una vez 
determinada la importancia de las 
exclusiones sociales para la inclusión 
ciudadana se exploraron los factores 
que pudieran estar asociados a aque-
lla. Se examinó un conjunto de carac-
terísticas relacionadas con la condi-
ción socioeconómica de las personas. 
Como variable dependiente se utilizó 
el grado de exclusión reducido a tres 
categorías40. La relación del grado de 
exclusión con las distintas variables 
socioeconómicas se analizó por medio 
de un modelo logístico ordinal gene-
ralizado multivariado, tomando como 
categoría de referencia las personas 
que no experimentan ningún tipo de 
exclusión social, económica o política41.

En todos los países, tener una 
escolaridad inferior a los siete años 
de educación aumenta de tres a cuatro 
veces la posibilidad de sufrir algún 
grado de exclusión. Lo mismo ocurre 
con la pertenencia al quintil inferior de 
ingreso. En todos los casos la residencia 
en el área rural, así como la condición 

CUADRO 7.10

Centroamérica: porcentaje de personas excluidas según distintas dimensiones de exclusión. 2006

País	 Porcentaje de excluidos según la dimensión	 Pobreza total

	 Consumo	 Activos	 Producción	 Política	 Social		
Costa Rica	 	 6,0	 9,5	 4,7	 3,9	 22,0	 19,0
El Salvador	 	 24,0	 14,7	 16,5	 9,3	 22,7	 47,5
Guatemala	 	 20,9	 21,8	 17,6	 26,6	 12,4	 51,0
Honduras	 	 26,8	 23,9	 12,4	 10,3	 8,8	 71,5
Nicaragua	 	 32,7	 30,0	 13,7	 22,1	 22,6	 48,3
Todos los países	 	 22,5	 20,2	 13,1	 14,5	 17,9	 	 	

Fuente: Robles, 2008, a partir de las encuestas de Lapop en cada país, 2006. Estimaciones de pobreza para El Salvador, Costa Rica y Honduras: 
Cepal, 2007; Guatemala: INE, 2006; Nicaragua: INIDE, 2006.
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de trabajador agrícola (particularmente 
en Honduras) se relacionan con una 
mayor posibilidad de exclusión. En  
Guatemala, Honduras, Nicaragua y 
Costa Rica ser menor de 20 años se 
asocia a mayores grados de exclusión. 
En Guatemala, pertenecer a una etnia 
indígena aumenta la probabilidad de 
experimentar algún grado de exclusión.

Una vez identificadas las condiciones 
que explican la exclusión por una o 

más de las dimensiones consideradas, 
se examinó si esas mismas condiciones 
pueden predecir una falta de interés 
en la política que varíe según el grado 
de exclusión. El estudio indica que la 
baja educación, el trabajo agrícola, 
la residencia en el área rural y la 
pertenencia al quintil más bajo de 
ingreso se asocian fuertemente a la 
falta de participación. La probabilidad 
de no tener interés alguno en la política 

muestra una clara gradiente según el 
nivel de exclusión, En todos los países, 
con cada grado de exclusión adicional 
aumenta la probabilidad de no tener 
interés en la política. En Costa Rica, 
aunque ello no ocurre con la misma 
intensidad, sí existe una diferencia 
significativa entre quienes no padecen 
ningún tipo de exclusión y quienes 
sufren una o más exclusiones.

CUADRO 7.11

Centroamérica: porcentaje de personas empadronadas para votar, según grado de exclusión

Grado de exclusión sin considerar la dimensión política	 Costa Rica	 El Salvador	 Guatemala	 Honduras	 Nicaragua

Empadronados con 0 exclusiones	 99,5	 96,5	 77,6	 93,7	 89,7
(N) 	 1,292	 1,105	 945	 987	 1,016
Empadronados con 1 exclusión	 98,0	 93,7	 72,4	 96,4	 86,5
(N) 	 99	 270	 232	 223	 207
Empadronados con 2 exclusiones	 100	 93,0	 68,7	 93,6	 87,8
(N) 	 76	 242	 201	 282	 337
Empadronados con 3 exclusiones 	 96,9	 83,0	 72,1	 93,3	 80,6
(N)	 32	 112	 104	 89	 201
Total	 99,4	 94,7	 75,2	 94,1	 87,9
(N)	 1.499	 1.729	 1.482	 1.581	 1.761
X2	 7,621	 39,0831*	 8,9393*	 2,614	 13,458*
* Sig < .05	 	 	
	 	 	
Nota: Se contabiliza el número de exclusiones que cada persona padece, sin tomar en cuenta la exclusión política.

Fuente: Robles, 2008, a partir de las encuestas de Lapop en cada país, 2006.

CUADRO 7.12

Centroamérica: porcentaje de personas que manifestaron no tener ningún interés en la política, 
según grado de exclusión, por país

Grado de exclusión sin considerar la dimensión política	 Costa Rica	 El Salvador	 Guatemala	 Honduras	 Nicaragua

Sin interés y con 0 exclusiones	 38,2	 31,6	 44,8	 35,3	 34,6
(N) 	 1.242	 1.028	 715	 896	 787
Sin interés y con 1 exclusión	 47,2	 37,2	 52,8	 40,6	 37,2
(N) 	 127	 296	 352	 281	 312
Sin interés y con 2 exclusiones	 47,3	 43,1	 71,9	 40,6	 45,2
(N) 	 93	 260	 235	 278	 398
Sin interés y con 3 exclusiones	 54,1	 52,1	 69,3	 45,74	 45,4
(N)	 37	 142	 163	 129	 262
Total	 39,9	 36	 53,79	 38	 39,1
(N)	 1.499	 1.726	 1.465	 1.584	 1.759
X2	 9.6391*	 30.4135*	 70.493*	 7.730**	 17.9639*
* significativo (α=.05) **significativo (α=.10) 	 	 	
	 	 	
Fuente: Elaboración propia a partir de las encuestas de Lapop en cada país, 2006.



CAPÍTULO 7	 DEMOCRACIA	 ESTADO DE LA REGIÓN	 305

Bajo financiamiento de derechos 
perpetúa barreras a la inclusión 
ciudadana

Todo derecho supone un costo, tiene 
una implicación sobre los presupuestos 
públicos; de lo contrario no es un dere-
cho (Sunstein y Holmes, 1999). Incluso 
garantizar las denominadas liberta-
des negativas-que se ejercen frente al 
Estado y frente a los demás-demanda 
una importante inversión de recursos 
públicos42. El derecho al voto libre 
requiere instituciones capaces de orga-
nizar un proceso electoral, asegurar la 
apertura y funcionamiento normal de 
las urnas y su distribución razonable en 
todo el territorio nacional; para efec-
tuar el conteo de los votos se necesitan 
burocracias con capacidades técnicas y 
financieras. El estatus legal de la ciuda-
danía, aun visto de manera restringida 
(derechos políticos) requiere, pues, un 
determinado nivel de gasto e inversión 
pública para lograr que, efectivamente, 
se corresponda con una habilitación 
ciudadana mínima.

Habida cuenta de la prevalencia de 
exclusiones sociales y económicas que 
aumentan la probabilidad de exclu-
siones políticas, este acápite aborda la 
siguiente pregunta: ¿se están creando 
condiciones para asegurar la inclusión 
ciudadana universal en Centroamérica? 
En otras palabras, ¿se está reduciendo 
la amenaza a la democracia implícita 
en el déficit de inclusión ciudadana 
que fue detectado? Para analizar el 
tema se explora la evolución reciente 

CUADRO 7.13

Centroamérica: recaudación tributaria como porcentaje del PIB. 1995-2006

País	 Promedio 1995-2006	 Recaudación	 	 Coeficiente de variación
	 como porcentaje del PIB
		  Máximo	 Año	 Mínimo	 Año	
Costa Rica	 12,5	 13,9	 2006	 11,5	 1999	 0,02
El Salvador	 11,1	 13,7	 2006	 10,1	 1998	 0,02
Guatemala	 10,2	 11,9	 2002	 7,9	 1995	 0,03
Honduras	 16,3	 17,8	 1999 y 2006	 13,6	 1997	 0,02
Nicaragua	 14,6	 16,7	 2005	 12,6	 2001	 0,03
Panamá	 10,3	 12,3	 1995	 8,9	 2002	 0,00
Promedio	 12,5	 13,9	 2006	 11,5	 1999	 0,02	

Fuente: Fuentes, 2007.

del financiamiento público (ingresos 
tributarios y gasto público), en asun-
tos directamente relacionados con las 
exclusiones identificadas, es decir, se 
aproxima el estudio de los derechos por 
el lado de su financiamiento. Al final, 
se relacionan los principales hallazgos 
en esta materia con las características 
de la dinámica política examinadas en 
la primera sección del capítulo.

Bases tributarias insuficientes 
y regresivas

Los bajos ingresos tributarios de 
los Estados centroamericanos minan 
sus capacidades para promover y pro-
teger los derechos de las personas. 
Adicionalmente, la mayor parte de la 
carga tributaria está siendo financiada 
por los niveles socioeconómicos inter-
medios o bajos, a través de impuestos 
indirectos. De esta manera se instaura 
un ciclo vicioso: por un lado, grupos 
importantes de la población no pueden 
ejercer los derechos básicos de alimen-
tación, salud, educación y vivienda y, 
por otro, la sostenibilidad del siste-
ma tributario depende de las mayorías 
menos privilegiadas.

El promedio simple de la recaudación 
tributaria, o carga tributaria, creció de 
11,5% del PIB en 1999, a 13,9% en 2006 
(cuadro 7.13). En el país con mejor des-
empeño la carga tributaria es de solo un 
17,8% con respecto al PIB (Honduras 
en 2006). Si como parte de esa carga se 
incluyeran los aportes de la seguridad 
social, Costa Rica y Nicaragua tendrían 

las cargas más altas, alrededor del 20% 
del PIB, seguidos por Honduras (19%) 
y Panamá (18%). Los países con menor 
gasto social, El Salvador y Guatemala, 
también serían los que tendrían la 
menor carga tributaria, entendida en 
este sentido más amplio. Estos niveles 
de tributación están por debajo de lo 
esperado para la región, dado su desa-
rrollo, y además son muy inferior a los 
prevalentes en naciones más avanzadas 
(Lora y Panizza, 2002).

En Centroamérica los sistemas tribu-
tarios tienden a ser regresivos, debido 
a una todavía débil tributación sobre la 
renta43. La principal fuente de ingresos 
es el impuesto al valor agregado (IVA), 
un tributo que pagan los consumidores, 
cuya participación dentro del total de 
los ingresos tributarios se ha elevado 
de un promedio de 22,7% en la primera 
mitad de los años noventa, a 32,8% en 
la segunda mitad. En el 2006 el IVA (o 
un impuesto similar sobre las ventas) 
representó un 39,3% del total de ingre-
sos tributarios en la región44.

Por su parte, los ingresos prove-
nientes de los impuestos al comercio 
exterior muestran una tendencia decre-
ciente. De representar un 20,6% del 
total de ingresos en 1990, pasaron a 
solo un 7,7% en 2006. Esta disminución 
obedece a la apertura comercial de los 
países, acentuada por diversos tratados 
de libre comercio y en parte también a 
incentivos fiscales que han beneficiado 
a los sectores más dinámicos de las 
economías y a consumidores de más 
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alto nivel adquisitivo45. Los impuestos 
aplicados a los ingresos y a las utili-
dades han mostrado una participación 
levemente creciente, pues pasaron de 
un umbral cercano al 20% del total de 
ingresos tributarios en la década ante-
rior, a un 26,2% en el 2006. Constituyen 
la segunda fuente de ingresos en orden 
de importancia.

En resumen, los ingresos tributarios 
de los Estados centroamericanos son 
bajos y tienen un carácter regresivo. 
Pese a cierta evolución positiva durante 
la presente década, no se prevén refor-
mas fiscales de amplio espectro que 
generen cambios importantes en esta 
situación.

Bajo gasto social y poca evidencia 
de progresividad

Las naciones centroamericanas se 
pueden clasificar en dos grandes mode-
los de Estado. Mientras Costa Rica y 
Panamá tienen Estados con una polí-
tica social de carácter muy amplio o 
universal, en los demás países se dan 
variaciones de Estados mínimos, orien-
tados hacia la corriente de la econo-
mía constitucional de Buchanan (public 
choice), lo cual se expresa en políticas 
sociales limitadas e insuficientes para 
hacer valer los derechos de las y los 
ciudadanos46. Un indicador de la exis-
tencia de estos dos modelos son los 
diferenciales en el gasto público per 
cápita, que en Panamá y Costa Rica es 
varias veces mayor que en el conjunto 
de la región (gráfico 7.3). Los países 
donde hay exclusiones que más afec-
tan la inclusión ciudadana son los que 
gastan menos en el financiamiento de 
derechos sociales.

En escenarios de restricciones 
presupuestarias, como es el caso de 
Centroamérica, es indispensable lograr 
que el gasto social se oriente a pro-
veer servicios básicos a los sectores 
de más bajos ingresos (progresividad 
del gasto)47 con el fin de remover las 
exclusiones. La información disponi-
ble, sin embargo, no permite arribar a 
conclusiones firmes en esta materia48. 
Pareciera que El Salvador es el único 
país donde el gasto público social tiene 
un carácter progresivo49; en Nicaragua 
es neutral y en Costa Rica y Honduras es 

ligeramente regresivo. Por último, tanto 
en Guatemala como en Panamá el gasto 
público social revela un pronunciado 
sesgo regresivo.

En el análisis de las exclusiones pudo 
determinarse que los bajos niveles edu-
cativos están asociados a exclusiones 

sociales más intensas. Por su parte, las 
malas condiciones de salud son una 
barrera para el ejercicio de los derechos 
ciudadanos. En ambos temas todos 
los gobiernos de la región, pese a sus 
diferencias ideológicas, se han compro-
metido mediante legislación y acuerdos 

GRÁFICO 7.2

Centroamérica: composición de los ingresos tributarios 
en relación con el PIB. 2000-2006
(porcentaje)

Fuente: Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales, 2007, con información de los ministerios de 
hacienda y bancos centrales de Centroamérica.

GRÁFICO 7.3

Centroamérica: distribución del gasto público sociala/, 
por quintiles de ingresob/. Circa 2004
(dólares)

a/ Sectores que incluye: E=educación, S=salud, SS=seguridad social, AS=asistencia social, V=vivienda, 
SAN=saneamiento y O=otros. Para Costa Rica se incluyen los sectores E,S,SS y AS. Para El Salvador 
se incluyen E Y S. Para Guatemala se incluyen los sectores E,S,SS y AS. Para Honduras se incluyen 
los sectores los sectores E, S, SS y AS. Para Nicaragua se incluyen los sectores E, S, AS, V, SAN y O. 
Para Panamá se incluyen los sectores E, S, SS y AS.

b/ Para calcular el monto del gasto en cada quintil se multiplicó la proporción del gasto social en 
cada quintil por el gasto per cápita correspondiente a cada país.

Fuente: Elaboración propia a partir de Fuentes, 2007.
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GRÁFICO 7.4

Centroamérica: gasto público en educación como porcentaje 
del PIB. 2000-2005

Fuente: Fuentes, 2007.

internacionales a superar los rezagos. 
Por estas razones, seguidamente se 
presenta un breve análisis de la situa-
ción del gasto público en estos rubros 
(los capítulos 2 y 5 del presente Informe 
desarrollan con mayor profundidad el 
tema del gasto en educación y salud, 
respectivamente).

En promedio, en la región se ha 
invertido en los últimos años cerca 
de un 2,1% del PIB en salud y un 
4,4% en educación. Si a la inversión en 
salud se agrega el gasto en seguridad 
social, el promedio casi se duplica, pues 
llega a 4,0%. Se observa un relativo 
estancamiento de los gastos en estos 
rubros durante el período 2000-2005 
(gráfico 7.4). Honduras y Nicaragua 
son la excepción, ya que aumentaron 
consistentemente sus gastos en educa-
ción en ese lapso, como resultado de los 
programas de alivio de la deuda para 
países pobres a los que están acogidos 
(Iniciativa para países pobres altamen-
te endeudados, HIPC por su sigla en 
inglés). Sin embargo, sus niveles de 
gasto per cápita son aún muy bajos con 
respecto al promedio del istmo.

En las demás naciones no parece 
haber cambios en las tendencias de 
gasto, siendo Guatemala y El Salvador 
los casos más extremos, pero en ambos 
casos es evidente la insuficiencia de 
recursos para hacer frente a las demandas 

sociales. Panamá, por su parte, muestra 
una tendencia a la disminución de la 
inversión en salud.

En el istmo el gasto público en educa-
ción tiende a ser neutral, con un ligero 
sesgo favorable a los quintiles más 
pobres de la población50. Esto se debe 
a que la mayor parte de los presupues-
tos se destina a financiar la educación 
primaria (más del 60% de los recursos), 
que exhibe un alto nivel de matricu-
lación. Por el contrario, en los niveles 
secundario y siguientes el gasto se 
orienta a los quintiles que representan a 
la clase media y de altos ingresos51.

En salud, las encuestas de hogares 
de Costa Rica, Guatemala, Honduras 
y Panamá sugieren que, si bien el gasto 
público tiene una naturaleza progresi-
va a favor de los sectores de menores 
ingresos, esos países, con excepción 
de Panamá, destinan la mayor parte 
de ese gasto a la atención primaria 
de los sectores más pobres (quinti-
les I y II, que corresponden al 40% 
de la población). Mientras el gasto en 
salud es progresivo, la seguridad social 
y los sistemas públicos de pensiones 
son marcadamente regresivos (véase el 
capítulo 4).

En síntesis, por el lado del gasto 
público no se registra un aumento 
importante en el financiamiento de los 
derechos sociales en Centroamérica. La 

escasa evidencia disponible señala que, 
en la mayoría de los países, los relativa-
mente pocos recursos que se invierten 
en derechos clave (salud y educación) 
no parecieran generar una progresivi-
dad del gasto a favor de las personas de 
menores ingresos.

Recapitulación: los sistemas 
políticos y la remoción de las 
barreras a la inclusión

En varias naciones del área las con-
diciones de la dinámica política son, en 
principio, poco favorables a la adopción 
de políticas públicas que remuevan, de 
manera decisiva, las barreras a la inclu-
sión ciudadana generadas por las exclu-
siones sociales, económicas y políticas. 
En efecto, en el istmo coexisten gobier-
nos divididos con Ejecutivos dotados 
de competencias constitucionales son 
relativamente débiles. Además, en 
varios países hay sistemas de partidos 
que muestran una o más de las siguien-
tes características: fluidez, polarización 
y multipartidismo. Todo ello eleva la 
complejidad de las negociaciones entre 
partidos que deben darse para permitir 
a los Ejecutivos impulsar sus priorida-
des de política pública

Desde el punto de vista de las polí-
ticas públicas, la remoción de barreras 
implica aumentos en los ingresos tri-
butarios (vía reformas fiscales o incre-
mentos en la recaudación de impues-
tos), la expansión del gasto público y 
mejoras sensibles en la progresividad 
de ese gasto. Ello toca intereses de 
grupos con poder económico y político 
que, o no tributan, o son importantes 
beneficiarios del gasto público. Vencer 
las resistencias de esos centros de 
poder, con una dinámica política como 
la descrita, parece difícil.

Desafíos provenientes de la 
insuficiente democratización 
de los Estados de derecho

Los Estados democráticos de dere-
cho son un elemento constitutivo de 
la democracia (O’Donnell, 2004). Por 
tanto, debilidades importantes en su 
organización y funcionamiento cons-
tituyen una violación fundamental de 
este concepto y manifiestan un rezago 
en los procesos de democratización 
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de las sociedades. Son una amenaza 
a la democracia en la medida en que 
implican incapacidades para someter 
a las autoridades a la ley y la tutela de 
los derechos de las personas. Ambas 
situaciones conspiran contra la sobe-
ranía del “demos”. Esta situación se 
convierte en un riesgo político cuando 
la falta de independencia política del 
Poder Judicial, la corrupción judicial 
o los obstáculos al acceso ciudadano a 
la justicia generan conflictos entre las 
fuerzas políticas.

Esta sección valora si en Centroa-
mérica existen amenazas y riesgos pro-
venientes de la conformación y funcio-
namiento de los Estados democráticos 
de derecho, mediante un análisis de los 
sistemas de administración de justicia. 
La principal conclusión es que las debi-
lidades de la mayoría de estos sistemas 
constituyen una amenaza importante. 
Las barreras para el acceso ciudadano 
a la justicia se agravan por la falta de 
transparencia y rendición de cuentas 
en la mayor parte de los poderes judi-
ciales del istmo. A su vez, la falta de 
transparencia y rendición de cuentas 
está asociada a serios problemas de 
independencia externa e interna de los 
sistemas de administración de justicia y 
a preocupantes síntomas de corrupción 
judicial. Esta es una grave amenaza a la 
democracia en la región y, al menos en 
un país (Nicaragua), ha generado ries-
gos para la estabilidad democrática.

Débil base presupuestaria 
limita el acceso a la justicia52

Cinco años después de la publicación 
del Segundo Informe sobre Desarrollo 
Humano en Centroamérica y Panamá 
(2003), el presente Informe mantiene, 
con pocos matices, las conclusiones 
sobre el estado del acceso ciudadano a 
la justicia. En aquella ocasión se señaló 
que los sistemas de justicia contaban 
con una base presupuestaria preca-
ria53. Además, se detectó una serie 
de insuficiencias en la infraestructura 
institucional que podían debilitar las 
condiciones objetivas para garantizar 
el acceso a la justicia: pocos operadores 
judiciales y una distribución desigual 
de los servicios judiciales en el territo-
rio; en particular, se enfatizó la fragili-

dad de la defensa pública, un problema 
serio cuando se considera que en algu-
nos países más del 50% la población es 
pobre. Finalmente, se llamó la atención 
sobre la escasez de mecanismos de ren-
dición de cuentas y transparencia en los 
sistemas de justicia.

Una primera medida del acceso ciu-
dadano a la justicia es el gasto judicial. 
Gastos judiciales muy bajos se traducen en 
severas limitaciones de infraestructura de 
los sistemas de administración de justicia 
y en pocos operadores de justicia para 
atender las demandas de la población54.

Durante el período 2002-2007 no 
hubo cambios en los recursos que las 
constituciones políticas de cada país 
asignan para sufragar los gastos de 
los poderes judiciales. Costa Rica y El 
Salvador encabezan el grupo con un 
6% de sus presupuestos nacionales; les 
sigue Honduras con un 3% y quedan 
atrás Guatemala y Panamá, con un 2%. 
Sin embargo, en la mayor parte de la 
región hoy se invierten más recursos 
en la operación de los poderes judicia-
les que al inicio de la década (gráfico 
7.5). En 2006, el país que más gastó 
en términos absolutos fue El Salvador 

(165 millones de dólares) y el que menos, 
Panamá (42 millones de dólares). En 
varias naciones una porción del aumento 
del gasto se explica por el financiamiento 
externo otorgado por organismos multi-
laterales y bilaterales a los procesos de 
modernización.

Cuando se comparan estos niveles de 
gasto con el PIB anual, el gasto judicial 
ronda en el mejor de los casos el 1% 
(El Salvador, Nicaragua y Honduras) y 
en el peor, nuevamente Panamá, poco 
menos del 0,3%. El aumento del gasto 
judicial registrado en los últimos años 
no alteró de modo significativo estas 
proporciones. A la luz de esta situación 
puede afirmarse que en Centroamérica 
la mayoría de los países invierte poco 
en sus sistemas judiciales.

Al examinar el gasto per cápita, una 
medida más adecuada para determinar el 
grado de esfuerzo que realiza una nación, 
se reitera la situación observada por el 
Segundo Informe sobre Desarrollo Humano 
en Centroamérica y Panamá (2003): Costa 
Rica y El Salvador son, por mucho, los 
que más invierten en esta materia.

Costa Rica es el país con mayor 
gasto per cápita, y su nivel real de 

GRÁFICO 7.5

Centroamérica: presupuesto de los poderes judiciales. 2002-2006
(millones de dólares)

a/En Costa Rica: se excluyen los gastos correspondientes al Ministerio Público y el Organismo de 
Investigación Judicial. Para los años 2002 y 2003 los gastos de estas dos instituciones se estimaron con 
base en el porcentaje que tuvieron en el 2004 (10,5% y 21,2%, respectivamente).
b/En El Salvador los presupuestos del 2004 al 2006 incluyen fondos externos y de contrapartida del 
proyecto de modernización judicial.
c/En Honduras los presupuestos del 2005 y 2006 incluyen préstamos del Banco Mundial y el BID para 
el proyecto de modernización judicial.

Fuente: Solana, 2007.
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esfuerzo es aun mayor si se incluye en 
el análisis una serie de dependencias 
del Poder Judicial. El Salvador es el 
que, en términos absolutos, más avance 
registra en el istmo (cuadro 7.14). Los 
demás muestran niveles de gasto per 
cápita entre dos y cuatro veces más 
bajos; entre ellos destaca Guatemala 
como el que menos recursos destina a 
este campo. Nicaragua exhibe el mayor 
incremento en el gasto judicial per cápi-
ta si se confronta la situación de 2006 
con la existente en 200255. En términos 
comparativos, el gasto judicial en toda 
la región es bajo excepto en Costa Rica, 
que tiene un nivel intermedio con res-
pecto a las naciones de la OECD (véase 
el capítulo 12)56.

Una segunda medida de las condicio-
nes objetivas del acceso ciudadano a la 
justicia es la infraestructura de los ser-
vicios judiciales. Un indicador de ello 
son las oficinas jurisdiccionales que, a 
lo largo del istmo, conocen los asuntos 
legales. Pocas o cada vez menos oficinas, 
o bien su concentración en pocos cen-
tros urbanos, podrían asociarse a 
barreras de acceso de las personas a la 
justicia, sea por distancia geográfica en 
relación con sus lugares de residencia, 
o porque, aunque no estén muy lejanas, 
resultan inadecuadas para el volumen 
de trabajo que demanda la población. 
De las 2.413 oficinas jurisdiccionales 
que tenían en conjunto los seis países 
centroamericanos en el 2006, 1.405 

(58,2%) eran juzgados de paz, que son 
los que conocen los asuntos de menor 
cuantía. Conforme aumenta el nivel 
de especialización, las oficinas se van 
concentrando en las grandes ciudades, 
hasta que los tribunales de apelación y 
las salas de la Corte Suprema se ubican 
exclusivamente en la capital (Solana, 
2007). Este patrón geográfico podría 
estar constituyendo un obstáculo en 
países donde hay comunidades distan-
tes y con dificultades de acceso a las 
ciudades, sobre todo si se considera 
que muchos procedimientos judiciales 
requieren la presencia del interesado en 
alguna de sus etapas.

Entre los años 2002 y 2006 se crearon 
en Centroamérica 158 oficinas jurisdic-
cionales (75 juzgados de paz, 72 de 
primera instancia y 11 de segunda ins-
tancia). Sobresale el caso de Nicaragua, 
donde se establecieron 98 oficinas, por 
efecto, principalmente, de la entrada 
en vigencia del nuevo Código Procesal 
Penal. La situación inversa se presenta 
en Honduras, pues en 2006 había dos 
oficinas menos que en 2002. Además 
cabe mencionar que entre las nuevas 
sedes se encuentran instancias para la 
protección de derechos de grupos vul-
nerables, como los juzgados de justicia 
penal de adolescencia en Nicaragua y 
los juzgados de violencia doméstica en 
Costa Rica. En general puede decirse 
que, en promedio, la población aten-
dida por las oficinas jurisdiccionales 
se ha mantenido estable en el istmo, 
con excepción de Nicaragua, donde se 
ha experimentado una notable mejoría 
(cuadro 7.15). El Salvador ostenta la 
razón entre habitantes y oficinas más 
baja de la región (12.642 en 2006), mien-
tras que Guatemala registra la razón 
más alta (22.215 en el mismo año).

Otra medida de las condiciones objeti-
vas del acceso ciudadano a la justicia es 
la cantidad de operadores del sistema. 
Un número insuficiente de operadores 
jurídicos (jueces, fiscales y defensores 
públicos) puede señalar la existencia de 
problemas para atender la demanda de 
la población. Un indicador en este sen-
tido es la cantidad de operadores por 
100.000 habitantes. En todos los países 
centroamericanos se observan grandes 
limitaciones para garantizar tanto el 

CUADRO 7.14

Centroamérica: presupuesto de los poderes judiciales 
por habitante. 2002-2006
(en dólares)

País	 Presupuesto per cápita	 Diferencia

	 2002	 2003	 2004	 2005	 2006	 2002-2006
Costa Ricaa/	 27,0	 28,0	 27,9	 28,5	 29,9	 2,9
El Salvador	 17,3	 16,9	 18,1	 19,7	 23,7	 6,4
Guatemala	 4,3	 6,6	 6,3	 6,4	 6,9	 2,6
Honduras	 4,8	 5,7	 6,4	 7,6	 8,0	 3,2
Nicaragua	 5,4	 6,4	 6,0	 7,4	 9,2	 3,8
Panamá	 11,4	 12,3	 12,5	 12,3	 12,9	 1,5 

a/ Si se contemplaran el presupuesto del Ministerio Público y el Organismo de Investigación 
Judicial, los valores per cápita en Costa Rica serían: 39,0 (2002), 40,5 (2003), 40,8 (2004), 42,4 (2005) 
y 44,6 (2006).

Fuente: Solana, 2007.

CUADRO 7.15

Centroamérica: oficinas jurisdiccionalesa/ y relación con el 
número de habitantes. 2002-2006

País	 Número 	 Variación	 Número de habitantes	 Número de oficinas por
	 de oficinas	 	 por oficina	 1.000.000 de habitantes

	 2002	 2006		  2002	 2006	 2002	 2006
Costa Rica	 247 b/	 258	 11	 16.555	 17.049	 60	 59
El Salvador	 552	 553	 1	 11.805	 12.642	 85	 79
Guatemala	 560	 586	 26	 21.050	 22.215	 48	 45
Honduras	 442	 440	 -2	 14.687	 15.984	 68	 63
Nicaragua	 246	 344	 98	 21.350	 16.075	 47	 62
Panamá	 208	 232	 24	 14.714	 14.150	 68	 71 

a/ Incluye salas de la Corte Suprema de Justicia.
b/ Para Costa Rica en el 2002 se agregaron cinco juzgados de ejecución que no se consideraron en 
el Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá.

Fuente: Solana, 2007.
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equilibrio entre demandante y deman-
dado, como los derechos relacionados 
con el debido proceso (cuadro 7.16). Ese 
desequilibrio es más notable cuando se 
analiza el número de defensores públi-
cos por cada 100.000 habitantes, dado 
que estos funcionarios sirven precisa-
mente a las personas de menores ingre-
sos, quienes necesitan tener acceso a 
la defensa pública (no tienen recursos 
para pagar un abogado). Aun con un 
sistema de justicia de mayor cobertura 
geográfica, una pobre defensa pública 
limita los derechos ciudadanos de acce-
so a una justicia pronta y cumplida57.

Un estudio realizado en el 2007 por el 
Instituto Latinoamericano de las Naciones 
Unidas para la Prevención del Delito 
y Tratamiento del Delincuente (Ilanud), 
reporta que en Costa Rica la Defensa 
Pública prestó sus servicios a personas 
de todos los niveles socioeconómicos, la 
mitad de ellas pertenecientes al estrato 
bajo (Carranza, 2007)58. En Guatemala 
y Nicaragua el 90%, y en Honduras el 
70% de los defendidos provienen del nivel 
socioeconómico bajo.

En Guatemala y Nicaragua no solo hay 
pocos defensores públicos por 100.000 
habitantes, sino que son claramente menos 
numerosos que los fiscales, lo que deno-
ta un desequilibrio entre demandante y 
demandado. En El Salvador y Honduras 
el desequilibrio también es significativo, 
pero a partir de un mejor indicador de 
defensores por 100.000 habitantes.

De manera similar, una relación baja 
de jueces y fiscales con respecto a la 
población se traduce en atrasos consi-
derables en la tramitación y resolución 
de las causas judiciales. En este senti-
do, existe una relativa uniformidad en 
el indicador de fiscales y jueces en la 
región, excepto en Nicaragua y Panamá 
en el caso de los fiscales (bajos niveles) 
y en Costa Rica en el indicador de jue-
ces, que duplica al resto.

Baja transparencia y escasa 
rendición de cuentas del Poder 
Judicial afectan independencia 
política y combate a la corrupción

Las recientes e importantes inver-
siones realizadas por los poderes judi-
ciales en tecnologías de información y 
telecomunicaciones, han tenido como 
propósito no solo dotar a los servidores 
judiciales de equipos y herramientas 
tecnológicas que mejoren la gestión de 
los despachos, sino facilitar el acceso de 
las personas a información sobre la ges-
tión judicial. No obstante, en este últi-
mo ámbito existen graves deficiencias 
en Centroamérica. En la mayoría de 
los países las estadísticas judiciales son 
pocas y no están actualizadas (situación 
que afectó la elaboración de este mismo 
Informe). Las instituciones tampoco 
acostumbran emitir informes que per-
mitan valorar la eficiencia de su gestión 
y, si los presentan, tiene poca difusión. 
La excepción en este campo, pese a 

sus limitaciones, es Costa Rica, cuyo 
Poder Judicial implantó con éxito el uso 
del expediente electrónico, posee una 
contraloría de servicios (para procesar 
quejas de los usuarios) y se ha incor-
porado activamente en el denominado 
“gobierno digital”; además, su sitio ins-
titucional en Internet tiene un menú de 
servicios en línea59.

La poca transparencia de los poderes 
judiciales en la mayor parte de la región 
es una fuerte barrera para el combate a 
la corrupción judicial60. De acuerdo con 
estudios recientes, la corrupción judi-
cial constituye un problema grave en 
Centroamérica, que erosiona el Estado 
de derecho (Fundación para el Debido 
Proceso Legal, 2007; Díaz y Linares, 
2005). Según el Barómetro Global de 
Corrupción 2006, que elabora la orga-
nización Transparencia Internacional, 
el índice de corrupción correspondiente 
a 2005 muestra al sistema judicial de 
Panamá con el valor más alto (4,5) y 
al de Costa Rica con el más bajo (3,6), 
en una escala de valores en la que una 
puntuación igual a 1 indica “sin corrup-
ción” y 5 “muy corrupto”. Nicaragua y 
Guatemala se encuentran en posiciones 
intermedias, pero con altos puntajes 
(4,4 y 3,9 puntos, respectivamente; TI, 
2007). Por otra parte, hay una extendi-
da percepción ciudadana acerca de la 
prevalencia de prácticas corruptas en 
los sistemas judiciales61.

Asimismo, la falta de transparencia y 
rendición de cuentas conspira contra la 
independencia judicial (Díaz y Linares, 
2005, Ramos et al., 2004, Ramos, 2005)62. 
De acuerdo con la Fundación para el 
Debido Proceso Legal, en Centroamérica 
prevalece un modelo judicial con una 
rígida estructura jerárquica, una carrera 
judicial basada en antigüedad y méritos, 
funciones gubernativas de la judicatura 
otorgadas a los poderes políticos (en par-
ticular el mecanismo de selección) y pre-
sunta apoliticidad y rol técnico en el ejer-
cicio de la función jurisdiccional. Este 
modelo, conocido como “burocrático”, se 
combina con un sistema “corporativo”, o 
de autogobierno de lo judicial. En este 
sistema corporativo las máximas autori-
dades judiciales determinan el modo en 
que se designan los funcionarios judicia-
les. El reclutamiento de miembros de la 

CUADRO 7.16

Centroamérica: número de jueces, fiscales 
y defensores públicosa/. 2006
(por 100.000 habitantes)

País	 Total	 Jueces	 Fiscales	 Defensores	 Relación fiscales/
	 	 	 	 públicos	 defensores

Costa Rica	 31,5	 18,0	 7,7	 5,8	 1,3
El Salvador	 22,4	 9,1	 9,4b/	 3,9	 2,4
Guatemala	 15,2	 6,1	 6,8c/	 2,3	 2,8
Honduras	 18,6	 8,4	 6,9	 3,3	 2,1
Nicaragua	 13,5	 7,1	 4,7	 1,7	 2,8
Panamá	 12,0	 7,8	 2,3	 1,9	 1,2 

a/ Incluye magistrados de la Corte Suprema de Justicia.
b/ En el 2005.
c/ En el 2004.

Fuente: Solana, 2007.
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judicatura, especialmente de la Corte 
Suprema, surge como un elemento deci-
sivo en la aparición y mantenimiento 
de las prácticas corruptas en sede juris-
diccional.

En toda Centroamérica, la designa-
ción de los integrantes de la Corte 
Suprema es potestad de los órganos 
políticos (Ramos et al., 2004; Díaz y 
Linares, 2005). El Segundo Informe 
reportó la creación de mecanismos de 
consulta ciudadana para la elección de 
magistrados y jueces (Honduras y El 
Salvador, por ejemplo); sin embargo, 
como es común en otras democracias, 
los Congresos tienen la última palabra 
en la elección de los jueces supremos. 
Este nexo institucional se ha convertido 
en un canal de presiones políticas hacia 
la cúpula judicial, la cual en algunos 
países suele conformarse según crite-
rios políticos y no con base en méritos y 
calidades profesionales. En Nicaragua, 
Honduras y El Salvador el mayor pro-
blema del Poder Judicial -según una 
encuesta entre miembros de la judica-
tura en cinco países de la región- es 
la falta de independencia política, es 
decir, la injerencia de otros poderes del 

Estado y de los partidos políticos: res-
pectivamente, el 45,4%, el,37,2% y el 
16,4% de las personas entrevistadas en 
casa país opinaron así (Ramos, 2005). 
Además de las presiones externas, los 
jueces señalaron la inestabilidad labo-
ral como amenaza a la independencia 
judicial (cuadro 7.17)63.

Un caso extremo de falta de inde-
pendencia del Poder Judicial frente al 
sistema político es el de Nicaragua, 
donde los partidos políticos controlan 
la Corte Suprema de Justicia y los jue-
ces tienen filiación partidista reconoci-
da. Durante el período 2002-2007 este 
hecho generó severos y recurrentes 
conflictos políticos que amenazaron la 
estabilidad del gobierno del presidente 
Bolaños, y que estuvieron relacionados 
con el enjuiciamiento del expresidente 
Alemán. En contraste, el Poder Judicial 
costarricense ha sido capaz de procesar 
(con lentitud) los casos de presunta 
corrupción de dos expresidentes de la 
República y otros altos funcionarios, 
sin que este hecho haya generado ries-
gos para la estabilidad.

A los problemas de independencia 
externa se suman las amenazas a la 

“independencia interna” (de los jueces 
con respecto a la estructura del siste-
ma judicial) por las deficiencias en los 
mecanismos de reclutamiento de los 
jueces de menor grado. En varios los 
países hay consejos de la judicatura 
para este fin, pero están bajo el control 
de la cúpula judicial: la Corte Suprema 
nombra a sus integrantes, es jerárqui-
camente superior en lo funcional o, 
incluso, selecciona en forma directa a 
los funcionarios judiciales. Estos con-
sejos no pueden, por lo tanto, limitar 
la influencia indebida que ejercen las 
Cortes Supremas en Centroamérica 
sobre los jueces, a través de los pro-
cesos de selección (en Costa Rica este 
problema se ha atenuado en la última 
década).

Ante estas debilidades instituciona-
les, la respuesta de la judicatura centro-
americana a la corrupción judicial tran-
sita predominantemente por la senda 
de los mecanismos tradicionales de 
control de la desviación jurisdiccional, 
es decir, el régimen disciplinario para 
jueces y personal auxiliar, y la persecu-
ción por parte de los ministerios públi-
cos. Lamentablemente no se registran, 

  

CUADRO 7.17

País

Costa Rica

El Salvador

Guatemala

Honduras

Nicaragua

Primer obstáculo

Inestabilidad en el cargo (17,6%).
Dependencia financiera (17,6%).

Manejo que los medios de comunicación y 
grupos de presión hacen de los casos (29,5%).

Inestabilidad en el cargo (30,2%).

Inestabilidad en el cargo (31,4%).

Inestabilidad en el cargo (34,5%).
.

Segundo obstáculo

Dependencia de los jueces con respecto a las 
decisiones de la Corte Suprema de justicia (16,2%).

Deficiente formación de los jueces (14,8%).

Amenazas a la seguridad e integridad física 
de los jueces y sus familias (14,3%).
Manejo que los medios de comunicación y grupos 
de presión hacen de los casos (14,3%).

Sistema de nombramiento de los jueces (17,6%).
Influencia de las cúpulas de los partidos políticos (17,6%).

Sistema de nombramiento de los jueces (20,0%).
Influencia de las cúpulas de los partidos políticos (18,2%).

Centroamérica: principales obstáculos para la independencia judicial según los miembros 
de la judicatura. 2004

N= 303 operadores judiciales entrevistados en los cinco países.
Pregunta: ¿Cuál considera usted el principal obstáculo para la independencia judicial en su país?

Fuente: Díaz y Linares, 2005 con base en Ramos et al., 2004.
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al Estado mismo en la medida en que 
implica, objetivamente, un rompimien-
to del monopolio estatal sobre el uso 
de la violencia legítima en el territorio, 
que es la base del orden legal público. 
Se convierte en un riesgo político serio 
cuando estos actores ilegales logran 
constituirse en poderosos factores eco-
nómicos y políticos, enraizados en la 
economía y la geopolítica regionales 
y con amplia expresión territorial. La 
principal conclusión en este ámbito es 
que, en efecto, Centroamérica enfrenta 
una amenaza importante por la opera-
ción de actores ilegales, sobre todo los 
vinculados al narcotráfico (para más 
detalle, consúltese el capítulo 12).

Bajos riesgos derivados 
de las amenazas políticas a la 
estabilidad

En Centroamérica, la demanda polí-
tica a favor de un reemplazo de la 
democracia por un sistema autoritario 
es baja y no muy distinta a la obser-
vada en otros países68 (gráfico 7.6). En 
una escala de 0-10069, los promedios 
nacionales oscilan entre el 10 y el 20, de 

legitimidad del sistema y, por tanto, 
señala una condición de fragilidad. 
Esta amenaza se convierte en un serio 
riesgo político cuando una mayoría de 
personas apoya (pasiva o activamente) a 
las fuerzas autoritarias65. La conclusión 
más relevante sobre este tema es que no 
hay apoyo ciudadano para un régimen 
autoritario en Centroamérica, aunque 
sí se observa cierto respaldo a la posi-
bilidad de otorgar poderes especiales a 
los presidentes.

Las amenazas prepolíticas se origi-
nan en la manera en que las personas 
se vinculan entre sí en ámbitos de la 
vida económica y social del país. Estas 
amenazas no surgen de disputas rela-
cionadas con la toma o el ejercicio del 
poder político, pero crean condiciones 
adversas para la estabilidad democrá-
tica. Cabe señalar que las amenazas 
prepolíticas son múltiples y en algunos 
casos poco estudiadas66. Esta sección 
se centra en una de ellas: la presen-
cia y diversidad de actores ilegales 
con capacidad de control operativo del 
territorio67. Esta presencia constituye 
una amenaza al sistema democrático y 

en ningún país, programas especiales 
orientados a prevenir, sancionar o erra-
dicar la corrupción judicial. Los instru-
mentos disciplinarios no están diseña-
dos para enfrentar las manifestaciones 
actuales de la corrupción en el sistema 
de justicia. Se siguen procesos de corte 
inquisitivo, que reservan a la Corte 
Suprema la última decisión en cuanto a 
sanciones, y en algunos casos se inclu-
yen supuestos normativos que ofrecen 
un amplio margen de valoración sobre 
acciones indebidas. Esto abre portillos 
a la arbitrariedad contra jueces disiden-
tes pero íntegros, situación que limita 
los avances logrados con la adopción de 
leyes de carrera judicial, por el amplio 
margen de poder y discrecionalidad 
que se otorga a la cúpula judicial en 
materia de sanciones disciplinarias64.

En toda Centroamérica la sociedad 
civil ha planteado recientemente una 
nueva ola de iniciativas de monito-
reo y rendición de cuentas, encamina-
das a luchar de manera frontal contra 
la corrupción en la judicatura. En El 
Salvador, las organizaciones Protejes 
y Fespad han diseñado indicadores 
para evaluar la transparencia, indepen-
dencia y desempeño de las y los jue-
ces. En Panamá, la Alianza Ciudadana 
pro Justicia -una coalición de dieciséis 
ONG- realizó una evaluación minucio-
sa de seis laudos de la Corte Suprema 
y concluyó que cuatro de ellos daban 
cuenta de graves deficiencias en el 
trabajo de los jueces o de casos de 
influencia indebida (Fundación para el 
Debido Proceso Legal, 2007).

Desafíos provenientes 
de la convivencia ciudadana

Esta sección analiza las amenazas y 
riesgos a la estabilidad política en el 
istmo centroamericano derivadas de la 
convivencia ciudadana. Por su origen, 
las amenazas pueden clasificarse como 
políticas o prepolíticas. Las amenazas 
políticas se relaciona con la manera en 
que las y los ciudadanos participan en 
el sistema político. En una democracia, 
la principal amenaza es que las perso-
nas apoyen a fuerzas que propugnen la 
ruptura de las instituciones políticas y 
su reemplazo por regímenes autorita-
rios, pues ello es indicativo de una baja 

GRÁFICO 7.6

América Latina: apoyo promedio a un líder fuerte 
que no sea electo. 2004 y 2006

Nota: Para medir el apoyo al autoritarismo se empleó la siguiente pregunta: “Hay gente que dice que 
necesitamos un líder fuerte que no tenga que ser elegido a través del voto. Otros dicen que aunque 
las cosas no funcionen, la democracia electoral, o sea el voto popular, es siempre lo mejor. ¿Qué 
piensa usted?”

Fuente: Vargas, 2007b, con base en las encuestas de Lapop de 2006.
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acuerdo con observaciones efectuadas en 
2004 y 2006. Costa Rica es el país donde 
el apoyo al reemplazo autoritario es más 
bajo: el promedio en ambos años osciló 
entre 5 y 7. El respaldo al autoritaris-
mo es más alto y estable es Guatemala, 
donde el promedio fluctuó entre 18 y 24. 
Panamá experimentó un salto notable 
entre los dos años, pero el cambio es 
difícil de explicar mientras no se tengan 
nuevas observaciones. En resumen, en la 
actualidad la amenaza que significa una 
mayoría ciudadana a favor del autorita-
rismo es débil en la región.

Sin embargo, la investigación reali-
zada para este Informe identificó una 
amenaza asociada a este tema sobre 
la que debe ponerse especial aten-
ción, pues parece ser más seria que la 
demanda por el reemplazo autoritario 
de los actuales regímenes políticos. Se 
detectó un extendido apoyo ciudadano 
al “vaciamiento” de las instituciones de 
la democracia representativa, mediante 
el otorgamiento de poderes especiales 
al presidente de la República, a fin de 
que resuelva los problemas del país70. 
Se trata de una demanda por un líder 
fuerte que sea eficaz y decisivo ante los 
problemas y que, en razón de ello, no 
esté entrabado por los controles políti-
cos y legales implicados en una demo-
cracia representativa71. En todos los 
países centroamericanos, sin excepción, 
el apoyo a un líder fuerte osciló en pro-
medio entre 25 y 35, en una escala de 
0-10072. Este nivel de apoyo no es muy 
distinto al observado en otros países 
del hemisferio (excepto Jamaica). Cabe 
anotar que estos resultados son consis-
tentes con los reportados por estudios 
previos (PNUD, 2004).

Cuando se analiza en detalle esta 
situación, se observa que más de dos 
terceras partes de las y los centroameri-
canas se manifiestan a favor de un pre-
sidente con poderes especiales (69,3%) 
(cuadro 7.18). La demanda de aproxi-
madamente una cuarta parte de ellos 
(18,6% del 69,3%) puede calificarse 
como robusta, pues en la mayoría de 
las circunstancias investigadas pidieron 
poderes especiales para el Ejecutivo 
(alto apoyo). El resto tiene una deman-
da más débil y tentativa, pues no siem-
pre se expresó apoyo a dichos poderes. 

GRÁFICO 7.7

América Latina: apoyo promedio a un líder con poderes 
especiales que sea electo por la vía democrática. 2004 y 2006

Nota: Las preguntas empleadas para medir el apoyo a un líder fuerte fueron las siguientes: “Teniendo 
en cuenta la situación actual del país, quisiera que me diga con cuál de las siguientes frases está más 
de acuerdo. POP1.1. Para el progreso del país, es necesario que nuestros presidentes limiten la voz y 
el voto de los partidos de la oposición [o al contrario] 2. Aunque atrase el progreso del país, nuestros 
presidentes no deben limitar la voz y el voto de los partidos de la oposición. POP2.1. La Asamblea 
Legislativa impide mucho la labor de nuestros presidentes y debería ser ignorada [o al contrario] 2. 
Aun cuando estorbe su labor, nuestros presidentes no debieran pasar por encima de la Asamblea 
Legislativa. POP3. 1. Los jueces con frecuencia estorban la labor de nuestros presidentes y deberían ser 
ignorados [o al contrario] 2. Aun cuando a veces los jueces estorban la labor de nuestros presidentes, 
sus decisiones siempre tienen que ser obedecidas. POP4. 1. Nuestros presidentes deben tener el poder 
necesario para que puedan actuar a favor del interés nacional [o al contrario] 2. Se debe limitar el 
poder de nuestros presidentes para que nuestras libertades no corran peligro. POP5. 1. Nuestros presi-
dentes deben hacer lo que el pueblo quiere aunque las leyes se lo impidan [o al contrario] 2. Nuestros 
presidentes deben obedecer las leyes aunque al pueblo no le guste.”

Fuente: Vargas, 2007, con base en las encuestas de Lapop de 2006.

CUADRO 7.18

Centroamérica: apoyo a un presidente con poderes especiales 
y a un líder fuerte no electo. 2006

	 Entrevistados
Apoyo a presidente 	 Apoyo a líder fuerte	 Apoyo a	 Porcentaje	 Total
con poderes especiales	 no electo	  democracia 
	 	 electoral	 	
Alto	 3,3	 15,3	 18,6	 2.544
Bajo	 6,9	 43,8	 50,7	 6.937
Nulo	 3,2	 27,6	 30,8	 4.215
Porcentaje de entrevistados	 13,4	 86,6	 100,0	
Total entrevistados	 1.835	 11.861	 	 13.696 

Nota: Un apoyo alto a un presidente con poderes especiales significa que el entrevistado apoyó 
al líder fuerte en tres o más de las preguntas de la batería POP1-5. Apoyo bajo quiere decir que 
apoyó al líder fuerte en una o dos de las preguntas, y apoyo nulo significa un rechazo total a un 
líder fuerte.

Fuente: Vargas, 2007, con base en las encuestas de Lapop de 2006.
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dinero, tráfico de armas, de desechos 
químicos y nucleares, tráfico de autos 
robados, comercio ilícito de madera y 
tráfico de especies en peligro de extin-
ción, entre otros. De estos, sin embargo, 
solo hay dos actores que han desarrollado 
la capacidad para disputarle a los Estados 
el control operativo de territorios: el 
narcotráfico y las pandillas o “maras”.

La relevancia de los actores ligados 
al narcotráfico se origina en aspectos 
geopolíticos que se analizan en el capí-
tulo 1278. Centroamérica es un puente 
de paso entre los centros de produc-
ción de la droga en el sur y el princi-
pal mercado en el norte de América. 
En el primer semestre de 2005 se 
identificaron 122 rutas aéreas sospecho-
sas de ser corredores de droga. Aunque 
estos corredores varían por tratarse 
de rutas monitoreadas de manera per-
manente por autoridades nacionales e 
internacionales, así como por satélites, 
su importancia no es menor: recorren 
toda la región, incluido el Caribe, y 
tienen como destino final o intermedio 
a México (CRI, 2005). Asimismo, las 
pistas de aterrizaje son constantemente 
cambiadas para evitar que sean des-
cubiertas. En cuanto a la actividad 
marítima ilegal, en el mismo periodo se 
detectaron 318 rutas que corrían por la 
costa atlántica y 119 por la pacífica; de 
ellas, el 60% correspondía al tránsito 
de lanchas rápidas, el 35% a barcos 
pesqueros y el 5% a otros tipos de 
embarcaciones (veleros, yates privados, 
etc.) (CRI, 2005).

Esta realidad coloca en situación de 
vulnerabilidad a las fuerzas del Estado 
en su conjunto. Así ocurre en el caso 
de los “puntos ciegos”, lugares donde 
opera el crimen organizado y que no 
cuentan con una presencia continua o 
suficiente de las autoridades naciona-
les. En Nicaragua existe una cadena 
de estos puntos desde los numerosos 
cayos e islotes del Caribe hasta la 
Región Autónoma del Atlántico Norte 
y la Región Autónoma del Atlántico 
Sur (IEEPP, 2005). En Honduras las 
costas de las Islas de la Bahía, las pla-
yas de los departamentos de Atlántida, 
Colón y parte de Cortés son también 
puntos ciegos de tráfico. “El depar-
tamento de Gracias a Dios (zona de 

social y políticamente difusa, es decir, 
no es impulsada por actores sociales 
y políticos definidos (Vargas, 2007b). 
Los patrones de participación social 
y política de quienes defienden esta 
posición no son muy distintos a los del 
resto y tampoco poseen características 
sociales y demográficas muy diferentes 
al promedio de la población, aunque 
tienden a tener niveles educativos un 
poco más bajos73.

Riesgos potenciales provenientes 
de amenazas prepolíticas

En el ámbito de la convivencia ciu-
dadana, la principal amenaza prepo-
lítica a la estabilidad democrática en 
Centroamérica proviene de la compleja 
situación de inseguridad que enfrenta 
el istmo. Este hecho constituye un ries-
go potencial, e inédito, para la estabili-
dad democrática en algunos países, con 
implicaciones para la dinámica regio-
nal. Por su importancia estratégica, este 
asunto es analizado en profundidad en 
el capítulo 12 del presente Informe. 
Este acápite se limita a describir, grosso 
modo, la naturaleza de este problema, 
enfocando un aspecto particular del 
tema general, a saber, la amenaza que 
representan las organizaciones del cri-
men organizado que, en la práctica, 
tienen la capacidad para disputar a 
los Estados el control operativo sobre 
regiones del territorio74.

A diferencia de otras amenazas del 
crimen organizado que también tienen 
efectos adversos sobre el orden público75, 
esta tiene un impacto directo sobre la 
estabilidad democrática pues socava 
la autoridad legítima sobre el mono-
polio del uso de la fuerza por parte 
del Estado. Esta amenaza se convierte 
en un riesgo político cuando los acto-
res ilegales controlan amplias zonas 
geográficas de un país, tanto en áreas 
urbanas como rurales, donde imponen 
su autoridad mediante la violencia y, 
sin que sea excluyente, la cooptación o 
eliminación de la autoridad pública76.

En Centroamérica operan múltiples 
actores ilegales relacionados con activi-
dades como: tráfico de ilegal de perso-
nas77, prostitución, pornografía infantil, 
tráfico de órganos, narcotráfico, “sica-
riato”, secuestro y extorsión, lavado de 

Sin embargo, el dato relevante es que, 
al menos bajo ciertas circunstancias, 
la mayoría de las y los ciudadanos 
se decantan por un líder fuerte. Un 
hallazgo preocupante es que apenas 
una tercera parte de la ciudadanía 
(30,8%) se pronunció en contra de los 
poderes especiales en cualquiera de las 
circunstancias indagadas.

Para valorar los riesgos implicados 
en esta amenaza es necesario despejar 
varias interrogantes. La primera de 
ellas es si las personas que respaldan 
a un presidente con poderes especiales 
también apoyan el reemplazo del siste-
ma. Esto podría ser conceptuado como 
una demanda robusta por un rompi-
miento constitucional. La respuesta es 
que no: solo una proporción muy peque-
ña de las y los centroamericanos quiere 
ambas cosas a la vez (3,3%). Ocho de 
cada diez personas que demandan un 
presidente con poderes especiales pien-
san que se debe preservar la democra-
cia electoral (15,3% del 18,6%). Están 
dispuestas a “dar un cheque en blanco” 
a las autoridades, pero sin renunciar a 
las elecciones democráticas como méto-
do para escoger a sus gobernantes.

En segundo lugar, aunque el grupo 
que rechaza tanto el autoritarismo como 
el presidente con poderes especiales es 
minoritario (27,6%) -apoya fuertemen-
te el orden constitucional democrático 
vigente- tiene un tamaño ocho veces 
más grande que el de quienes formulan 
la demanda robusta por un rompimien-
to constitucional. En principio, se trata 
de una correlación favorable.

En tercer lugar, sin embargo, la 
amenaza que representa un extendido 
respaldo a un presidente con poderes 
especiales podría transformarse en un 
serio riesgo político para la estabilidad 
democrática si ese apoyo adquiere un 
perfil social y político definido. En 
otras palabras, si quienes abogan por 
un presidente fuerte constituyen un 
grupo social y muestran un compor-
tamiento político similar, entonces su 
demanda estaría indicando la presen-
cia de una fuerza política con amplia 
base social e intereses compartidos. La 
información disponible sugiere, no obs-
tante, que en Centroamérica la deman-
da a favor de los poderes especiales es 
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tan para la estabilidad política, este 
acápite únicamente puntualiza que, 
pese a ser organizaciones delincuencia-
les violentas, que tienen una presencia 
estable en centros urbanos de los paí-
ses del norte centroamericano, no hay 
evidencias para afirmar que se hayan 
constituido en un riesgo para la estabi-
lidad democrática.

Indudablemente las maras son un 
importante factor de inseguridad en la 
región y, en este sentido, constituyen una 
fuerte amenaza a la convivencia ciuda-
dana en varias naciones del istmo. Las 
investigaciones de años recientes han 
documentado las constantes mutaciones 
del fenómeno y su reciente evolución hacia 
una de las más complejas expresiones 
de delincuencia organizada (Santacruz y 
Concha, 2001; Cruz y Carranza, 2006; 
Aguilar y Miranda, 2006; Aguilar, 2007). 
Las transformaciones y el proceso de 
expansión transnacional experimentado 
por estos grupos han agravado el uso de 
la violencia criminal entre las pandillas 
(recuadro 7.3).

En la última década, en el triángulo 
norte del istmo (Guatemala, Honduras 
y El Salvador), las maras han pasa-
do de ser agrupaciones que generaban 
molestia social e inseguridad por su 
participación en robos de poca monta, 
faltas a la moral y desórdenes públicos, 
a cometer delitos más graves, como 

aéreas. Esto requiere alta tecnología, 
inversiones en infraestructura maríti-
ma y satelital, vigilancia a lo largo de 
las fronteras, operaciones de inteligen-
cia, planeación y estrategia, además 
de coordinaciones interinstitucionales, 
interregionales e internacionales para 
combatir al crimen organizado. No obs-
tante, como se comenta en el capítulo 
12, la penetración en los aparatos esta-
tales varía en los países de la región.

Como ya se mencionó, la operación 
de actores ilegales constituye una ame-
naza para los Estados democráticos 
en la medida en que controlan exten-
sos territorios, en los que han logra-
do debilitar o impedir la presencia 
pública. En el caso del narcotráfico en 
Centroamérica, sin embargo, no exis-
te información sistemática disponible 
que permita valorar el riesgo para la 
estabilidad política que tal situación 
representa. Se sabe que los actores vin-
culados a esta actividad tienen poderes 
económicos y nexos políticos, y que han 
logrado penetrar las estructuras ins-
titucionales de los Estados, por lo que 
puede suponerse que, en efecto, se han 
convertido en un riesgo político80. En 
los próximos años esta situación deberá 
ser cuidadosamente monitoreada.

El tema de las maras es analizado 
con detenimiento en el capítulo 12. En 
relación con la amenaza que represen-

la Mosquitia hondureña) ubicado en 
el litoral atlántico, que colinda con la 
República de Nicaragua, es la zona 
por donde entran los mayores car-
gamentos de cocaína sobre todo por 
vía marítima y aérea, desde donde 
salen embarques de droga hacia el 
interior del país, Guatemala, Belice, 
demás países de América del Norte, del 
Caribe y Europa, además de Francisco 
Morazán, Olancho, Comayagua y La 
Paz)” (Caldera y Landaverde, 2004).

En Costa Rica, puerto Limón, en el 
Atlántico, la zona franca de Golfito 
(en la costa del Pacífico), Quepos y 
Guanacaste son puntos por los que 
transita la droga, además de los carga-
mentos que se trasladan por vía terres-
tre desde la frontera panameña, que 
también presenta numerosos puntos 
ciegos. Entre Guatemala y México exis-
ten ocho pasos fronterizos legales y 29 
ilegales, junto a numerosos puntos cie-
gos entre ambas naciones79. La apertura 
del último cruce legal en El Ceibo, en 
el límite entre los estados de Tabasco 
y El Petén, está generando un nuevo 
corredor para el narcotráfico.

Los puntos ciegos son tantos que 
desbordan las capacidades de control 
territorial por parte del Estado, no solo 
en cuanto a presencia policial, sino 
también en términos de la capacidad 
de control sobre las rutas marítimas y 

RECUADRO 7.3

Las estadísticas sobre las maras son varia-

bles, pero se estima que en Centroamérica 

pueden llegar a integrar a decenas de miles 

de miembros, la gran mayoría de ellos gua-

temaltecos, hondureños y salvadoreños.

Los grupos más conocidos son dos de 

acción internacional: la Mara Salvatrucha 

13 (MS13) y la Calle 18, que han sido las 

pandillas dominantes entre otras bandas 

de delincuentes. La MS13 tiene sus raíces 

a principios de los años setenta en la 

ciudad estadounidense de Los Ángeles, 

cuando el flujo de refugiados y personas 

desplazadas de América Central comenzó a 

crecer. En un principio, protegió a los inmi-

grantes salvadoreños de las pandillas locales 

de Los Ángeles, pero se estima que actual-

mente tiene presencia en treinta países del 

mundo82. A partir de los años ochenta la MS13 

experimentó un cambio cualitativo, cuando 

se le sumaron decenas de migrantes que 

huían de las guerras en Centroamérica hacia 

Estados Unidos.

En Guatemala, Honduras y El Salvador 

las maras Salvatrucha y Barrio 18 logra-

ron absorber y neutralizar a muchas de las  

pandillas tradicionales a través de una  

dinámica expansionista y dominadora. En la 

actualidad se registra una presencia minori-

taria de grupos como la Mao-Mao o Máquina 

en El Salvador, los Breakers (BKS) y los 

Wifers (WF) en Guatemala y los Cholos y 

los Vatos Locos en Honduras, los cuales 

tienen un ámbito de operación limitado y un 

menor número de miembros (Argueta et al., 

citados por Cruz y Carranza, 2005; Andino, 

2006 y Ranum, 2006).

Fuente: Aguilar y Carranza, 2008.

Maras que operan en Centroamérica
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rios de los respectivos países. De acuer-
do con estas fuentes, a finales del 2007 
en El Salvador los pandilleros reclui-
dos representaban una tercera parte 
de la población penitenciaria (32%), 
mientras que en el 2005 en Honduras 
constituían la quinta parte (21,6%) y en 
Guatemala solamente el 5,8% (Aguilar 
y Carranza, 2008). Por último, aunque 
se conocen instancias de colaboración 
entre algunas maras y otros actores 
ilegales83, no existen evidencias sólidas 
sobre una colusión con el narcotráfico 
o incluso con el terrorismo, como se ha 
afirmado.

Sin embargo, y a diferencia del 
narcotráfico, ninguno de los gobiernos 
centroamericanos, en particular aque-
llos que han definido a las maras como 
la principal amenaza a la seguridad 
nacional, han podido justificar la ase-
veración de que constituyen un riesgo 
para la estabilidad democrática. Las 
estadísticas oficiales no confirman el 
alto grado de responsabilidad criminal 
atribuido a estos grupos (consúltese 
el capítulo 12). Un indicador del nivel 
de participación delincuencial de las 
maras es el número de pandilleros 
registrados en los sistemas penitencia-

homicidios, extorsión, distribución de 
drogas, robos y violaciones81. En con-
traste, en el sur de Centroamérica, las 
pandillas nicaragüenses de hoy se ase-
mejan más a sus homólogas de hace una 
década. Se trata en general de grupos 
locales, dispersos y poco estructura-
dos, vinculados en algunos casos a la 
criminalidad interna. Según la Policía 
Nacional de Nicaragua, los delitos  
asociados usualmente a las pandillas 
son robos menores, faltas al orden 
público, lesiones y daños (Aguilar y 
Carranza, 2008; Cordero et al., 2006; 
Bellanger, 2006).
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NOTAS

1  Para que un riesgo exista es necesaria una situación en la 

que dos o más resultados son posibles, el resultado concreto 

es desconocido y al menos una de las posibilidades no es 

deseada (Covello y Merkhoffer, 1993). 

2 Se describen ciertos rasgos de los sistemas políticos en 

la medida en que ello permite fundamentar la existencia 

de una amenaza o un riesgo. Consúltese el capítulo 2 para 

una descripción sintética de la evolución reciente de estas 

democracias. 

3 El concepto de ciudadanía como agencia moral fue toma-

do de O’Donnell, 2004.

4 Esta noción se acerca a lo que Parry y Moran denominan “a 

democratization within democracy” (Parry y Moran, 1994). 

5 Un derecho es un mandato legalmente aprobado y reco-

nocido por una autoridad legítimamente constituida y facul-

tada para el caso, que otorga a una persona la capacidad 

jurídica para tener determinadas conductas y, en todo caso, 

para establecer reclamos contra el Estado, otro individuo o 

persona jurídica. Una garantía institucional se refiere a las 

normas, regulaciones y organizaciones de carácter consti-

tucional, legal y administrativo diseñadas para proteger los 

derechos y remediar las violaciones a los mismos.

6 Un examen en profundidad sobre la evolución de los sis-

temas electorales en América Latina es el trabajo publicado 

recientemente por IDEA Internacional y la Universidad Na-

cional Autónoma de México (Zovatto y Orozco, 2008).  Este 

es el estudio más exhaustivo publicado a la fecha, aunque 

este Informe no necesariamente coincide con lo allí indicado 

para los casos bajo examen.

7 El control bipartidista sobre la estructura electoral queda 

establecido en el artículo 16 de la Ley 331. Dos de los tres 

miembros de los consejos electorales regionales y muni-

cipales, así como las juntas receptoras de votos, serán de-

signados alternativamente de entre los partidos políticos 

que hubiesen obtenido el primero y el segundo lugar en las 

votaciones. La reinstauración del monopolio de los partidos 

sobre las candidaturas a puestos de elección popular se 

consigna en el artículo 62 (derechos de los partidos). Los 

artículos 10 y 74 confieren al CSE la potestad de cancelar la 

personería jurídica de los partidos cuando no participen en 

la elección o no logren obtener el 4% de la votación para 

presidente o, en el caso de las coaliciones, del 4% multipli-

cado por el número de partidos que participen en ellas. Una 

barrera más alta a la participación politica es la obligación 

de presentar una cantidad de firmas de ciudadanos equiva-

lente al 3% del padrón electoral de las últimas elecciones, 

como requisito para la inscripción de un nuevo partido (ar-

tículo 65). 

8 Sin embargo, es probable que este país termine ali-

neándose con el resto de la región si se ratifica la reforma  

constitucional que fue aprobada por la Asamblea Legislativa 

del período 2003-2006.

 

9 Como parte de esa reforma, actualmente se utilizan las 

fotografías de todos los aspirantes a diputados, y se permite 

que el votante escoja a los candidatos que desee, de cualquier 

partido.

10 La reforma hondureña incluyó la creación de instrumentos 

de democracia directa como el plebiscito y el referéndum. En 

Costa Rica el referéndum fue creado mediante reforma cons-

titucional en mayo de 2002 (Ley 8281) y regulado mediante la 

Ley 8492, de abril de 2006.

11 Todo sistema electoral introduce distorsiones al principio 

de la igualdad del voto.

12 El principio de proporcionalidad no busca “manufacturar” 

mayorías, sino permitir la presencia de las más diversas fuer-

zas sociales y políticas en el ámbito del Parlamento o de los 

gobiernos municipales, en proporción a su apoyo electoral.

13 Hay que tomar en cuenta que Guatemala tiene un distrito 

uninominal y 9 de 22 distritos plurinominales con 3 ó 2 esca-

ños, y que la fórmula electoral utilizada es la D’Hondt, que en-

tre las fórmulas proporcionales es la que mayor desproporción 

genera. El caso panameño combina distritos uninominales (27) 

y plurinominales, de los cuales 8 tienen 3 ó 2 escaños. Es muy 

probable que estas combinaciones sean las causantes de los 

mayores efectos desproporcionales en estos dos países.

14 No hay que olvidar que el tipo de sistema de partidos es una 

variable por considerar. Una mayor proporcionalidad en for-

mato bipartidista (Honduras) puedo no ser equivalente a una 

mayor proporcionalidad en formato multipartidista (Guatema-

la y Costa Rica). También debe valorarse si dicho multipartidis-

mo es más polarizado, como en el primer caso, o moderado, 

como en el segundo.

15 Posteriormente se han realizado más investigaciones so-

bre este tema. Para una revisión reciente de esta literatura, 

véase Scarrow, 2008.

16 De 27 países que mantienen relaciones diplomáticas con 

Taiwán, 5 son centroamericanos. Costa Rica rompió este víncu-

lo en el año 2007. La región es el principal destinarlo de fondos 

blandos y cooperación taiwaneses, denominados comúnmente 

“la diplomacia del dólar”.

17Para mayor detalle sobre el tema de las regulaciones exis-

tentes consúltese: “Political Finance Database”, de IDEA In-

ternational, actualizada a noviembre del 2004 en http://www.

idea.int/parties/finance/db/

18 Consúltese el capítulo 6 del Segundo Informe sobre De-

sarrollo Humano en Centroamérica y Panamá (2003) para 

una descripción más detallada del diseño institucional de las 

autoridades electorales. En la medida en que los cambios son 

pocos, esa descripción se mantiene vigente.

19 Ese escrutinio, desde las juntas receptoras de votos hasta 

la máxima autoridad electoral, debe reflejar la voluntad de los 

ciudadanos expresada en las urnas.

20  No en todos los países se fijan plazos, los cuales incluso 

pueden variar según el tipo de elección. La mayor celeridad se 

registra en Guatemala.

21  Puede parecer obvio que cuanto más tarde se cierre el 

registro menores serán las probabilidades de que algún ciu-

dadano apto se quede sin ejercer el sufragio. Pero también 

serán mayores las probabilidades de que se introduzcan modi-

ficaciones al registro, incluyendo aquellas relacionadas con el 

domicilio y el lugar de votación de los electores.

22  Véase la revisión conceptual sobre el tema en Artiga, 

2007b.

 

23 Honduras y Nicaragua son casos curiosos pues, a pesar 

de exhibir sistemas bipartidistas, sus presidentes actuales no 

cuentan con mayorías legislativas.

24  El índice de poderes presidenciales formales es un prome-

dio de los poderes presidenciales no legislativos y legislativos. 

Incluye criterios como la capacidad legislativa del presidente 

por medio de decretos o convocatoria del Congreso, la capaci-

dad de censura legislativa sobre el gabinete y la capacidad de 

disolución del Parlamento por parte del Ejecutivo. El promedio 

de este índice para América Latina es de 0,39. Los países cen-

troamericanos se sitúan por debajo del promedio, con excep-

ción de Panamá (0,46) y El Salvador (0,42). (PNUD, 2004).

25 Se utiliza el término irresponsabilidad en el sentido de que 

las decisiones que los representantes adoptan no están limi-

tadas por la necesidad de defender una línea partidaria o una 

reputación, puesto que los partidos tienen corta vida.

26  El índice de fluidez se calcula mediante la fórmula: fp =  

(ea + ed), donde ea es el porcentaje de escaños que obtienen 

los partidos que aparecen por primera vez en el Parlamento 

-o, por lo menos, que en la anterior elección no obtuvieron es-

caños pero en la elección presente sí- y ed es el porcentaje de 

escaños de los partidos que desaparecen o, por lo menos, que 

en esta elección no obtuvieron escaños. 

27 Dado que en estos regímenes las elecciones presidencia-

les tienen resultados absolutos (“todo o nada”), márgenes de 

victoria muy ajustados generan incertidumbre entre adver-

sarios políticos poco dispuestos a cooperar entre sí. Como 

ambos tienen alguna base para declararse ganadores, usual-

mente incrementan sus demandas para presionar a las autori-

dades electorales o, cuando menos, para debilitar la posición 

del contrincante.
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43  En Panamá la importancia de los impuestos indirectos en la es-

tructura tributaria es baja, en comparación con el resto del istmo.

44 Esto es equivalente, en promedio, al 6,2% del PIB de cada país.

45  La recaudación es relativamente baja como consecuencia 

de los procesos de desgravación arancelaria y apertura eco-

nómica impulsados desde los años noventa, aunque la disper-

sión de las tasas arancelarias sigue siendo relativamente alta 

y existe una gran cantidad de bienes exentos del pago de los 

aranceles, debido a los regímenes de zona franca de extendido 

uso en los países de la región.

46  Recientemente se ha indicado que en Centroamérica se da 

una variante del Estado mínimo que se podría denominar “Es-

tado rehén”, debido a la gran influencia que sobre él ejercen al-

gunos grupos, tales como gremios laborales y empresariales, o 

el mismo sistema de partidos, nutrido de bases “clientelistas” y 

capturado por intereses patrimoniales (Schneider, 2006).

 

47 En cuanto a la incidencia relativa del gasto, aunque el efec-

to de este sobre el ingreso de los hogares en general pueda ser 

limitado, su impacto resulta muy significativo en los hogares 

más pobres. Así, aun cuando exista una proporción importante 

del gasto público social que se destine a las clases medias o al-

tas, debe tomarse en cuenta que, como resultado de los ingre-

sos tan bajos de la población en situación de pobreza, en Amé-

rica Latina, el gasto social en su conjunto contribuye al ingreso 

de los hogares más pobres cinco veces más que con respecto al 

ingreso de todos los hogares y diez veces más con respecto al 

ingreso promedio del quintil más rico (Fuentes, 2007).

48 En ninguna nación de Centroamérica está totalmente 

claro si la orientación, en términos generales, es progresiva 

o regresiva, pues son muy pocos los elementos para emitir un 

juicio con suficiente rigor técnico. Tampoco se pueden hacer 

comparaciones entre los países, pues cada uno cuenta con in-

formación muy disímil con respecto a los demás.

49  Se debe aclarar que en El Salvador solamente se ha anali-

zado la progresividad del gasto en educación y salud, sectores 

en los que el aumento de la cobertura ha permitido que grupos 

de menos recursos accedan a estos servicios. 

50 Desde el punto de vista de la incidencia absoluta, los datos 

obtenidos revelan que en Centroamérica existen diferentes 

grados de progresividad del gasto en educación. Lamentable-

mente, no todos los países tienen disponibles datos actuales 

sobre la distribución del gasto público por quintiles de ingreso, 

pues no en todos los casos las encuestas de ingresos y gas-

tos tienen un carácter anual. Además, en algunas naciones los 

quintiles se refieren a niveles de ingreso, en otros a niveles de 

consumo. Estos hechos dificultan un análisis preciso y compa-

rativo de la situación actual en la región.

51 Esto se explica por la baja matrícula de los jóvenes pobres 

en los niveles superiores al primario, como resultado de una 

baja cobertura pública de estos niveles, y por la alta probabi-

lidad de deserción, asociada en muchos casos a una temprana 

inserción en el mercado laboral.

52 Para obtener una perspectiva complementaria sobre este 

tema, véase el análisis sobre el primer dilema estratégico 

regional, democracia y seguridad de las personas, en el 

capítulo 12.

53  Si bien los recursos financieros no son suficientes para 

garantizar la independencia judicial, sí son un elemento  

35  Esta sección se basa en Robles, 2008.

36  La pobreza absoluta está asociada a la malnutrición se-

vera, que afecta la capacidad de raciocinio; a la mortalidad 

prematura, que es la manera más radical de impedir que una 

persona ejerza sus derechos, y a la imposibilidad material de 

utilizar el tiempo para otros usos que no sean asegurar la su-

pervivencia. 

37  Por ejemplo, la existencia de poderosas fuerzas políticas 

orientadas a remplazar a las autoridades vigentes, una profun-

da crisis económica que deteriore súbita y generalizadamente 

las condiciones de vida de la población, o un profundo descon-

tento ciudadano con el sistema. 

38  Sen define las capacidades de las personas o de los ho-

gares como un vector de logros de lo que llama functionings.  

Estos últimos pueden referirse a la nutrición adecuada, salud, 

actividades en la comunidad y otras que se relacionen con el 

bienestar de las personas, pero sobre todo con la libertad de 

los individuos para escoger el conjunto que les permite lograr 

el mayor bienestar (Sen, 1992).

39  En otras palabras, si una persona ya se encontraba exclui-

da en alguna de las otras dimensiones, la exclusión en la di-

mensión social aumenta su grado de exclusión. Sin embargo, la 

persona no se considera excluida si esta es la única dimensión 

en que se encuentra afectada por una exclusión.

40 Por tratarse de un análisis distinto al efectuado en el 

acápite anterior, en este caso se incluyó la exclusión política 

dentro de la variable dependiente. 

41  Esta especificación se adoptó después de estimar para 

cada uno de los países un modelo logístico ordenado, que es 

lo apropiado para captar la mayor cantidad de información de 

la variable dependiente cuando esta es ordinal. No obstante, 

se desechó, ya que en ninguno de los casos se cumplía con el 

supuesto de proporcionalidad. Es decir, no se puede suponer 

que el vector de valores  es constante en las comparaciones 

entre las distintas categorías. El modelo logístico ordenado 

generalizado no tiene el supuesto de proporcionalidad, ya que 

permite que b varíe al comparar cada una de las categorías. En 

símbolos, en vez de estimar

1n Pr(y ≤ m | x) = τ 
m 

-x b
   Pr(y < m | x)

se estima    1n Pr(y ≤ m | x) = τ 
m 

-x b
m

                    Pr(y < m | x)

para j=1 a J-1, donde J-1 se refiere al total de comparaciones 

posibles, o sea, en este caso, a las categorías ordenadas del 

grado de exclusión con la categoría 0 exclusiones como cate-

goría de referencia.

 

42 Analícese el derecho a la propiedad privada: supone la ple-

na capacidad jurídica para acumular como propios y disponer 

libremente de terrenos, fábricas o cualquier otro bien; ello a su 

vez supone la existencia de instituciones públicas con compe-

tencias legales, técnicas y logísticas para dar seguridad jurídica, 

permitir la libre compra y venta de activos en los mercados y 

remediar conflictos. Sin este entramado de instituciones y bu-

rocracias competentes, ese derecho -uno que concierne a una 

libertad económica, que afecta el ámbito de las decisiones priva-

das donde no desea que el Estado intervenga y que permite a la 

empresa privada operar- no es efectivo. Y, evidentemente, las 

instituciones son imposibles si no hay un presupuesto público, 

un cargo al erario (Vargas, 2007b).

28  Para un mayor análisis sobre el uso de alianzas o coa-

liciones para disminuir el riesgo para la estabilidad política 

consúltese Artiga, 2007b.

29  El sistema de partidos nicaragüense ha sido considerado 

bipartidista en tanto dicha figura se basa en los promedios. 

Pero, de acuerdo con los resultados de las elecciones presi-

denciales y legislativas de 2006, Nicaragua debería ubicarse 

más bien en la categoría del multipartidismo y, en ese contex-

to, el FSLN estaría en desventaja frente a una eventual alianza 

legislativa entre la ALN y el PLC. Ambos partidos constituyen el 

bloque antisandinista y es esa posible confluencia la que man-

tiene a Nicaragua en el ámbito de los sistemas bipartidistas y 

polarizados. La no cristalización del bloque antisandinista en 

un solo partido le da el carácter de sistema con oferta partidis-

ta fluida. En la medida en que el FSLN mantenga su contingente 

legislativo cohesionado, la fluidez puede terminar favorecien-

do a su gobierno, porque podría “arrancarle votos” al bloque 

antisandinista para llevar adelante su agenda política.

 

30 Burns et al., (2001) señalan que la participación es crucial 

para la democracia por varias razones: contribuye a la creación 

de comunidad, el desarrollo de virtudes democráticas y habili-

dades cívicas del individuo y a la protección igualitaria de inte-

reses (aquellos que no participan pueden quedar en desventaja 

respecto de los otros ciudadanos, en la medida en que la acción 

gubernamental podría no tomarlos en cuenta). El principio de-

mocrático de “una persona-un voto” es la manifestación más ob-

via del vínculo entre participación (voluntaria) e igualdad en la 

protección de intereses. Véase también Schlozman et al., 1999.

31  La escuela de la alta participación postula que la democra-

cia necesita una amplia participación, pues de ella dependen 

la legitimidad de los gobiernos, la estabilidad del sistema y la 

equidad en la distribución de sus políticas. Por otra parte, la 

escuela elitista de la democracia cuestiona los altos grados 

de participación por considerar que podrían tener un efecto 

desestabilizador del sistema y convertirse en una amenaza 

para el orden democrático. El debate se centra en lo que debe 

ser la democracia y en el número de individuos e intereses que 

ella es capaz de asimilar sin perder cohesión y un “sentido 

inteligente de dirección” (Crotty, 1991). Asimismo, cabe seña-

lar que para esta última escuela la participación es un medio 

para el logro de un mayor bienestar de la colectividad, y no un 

fin en sí mismo. Así, lo ideal sería que este objetivo pudiera 

concretarse mediante gobiernos representativos y no partici-

pativos (Almond y Verba, 1963). A esto la escuela participativa 

responde que, si bien no se puede garantizar que las decisiones 

colectivas tomadas mediante una alta participación sean las 

ideales, tampoco se puede asegurar que las decisiones de una 

élite “iluminada” se adoptan en función de los intereses de la 

mayoría (Kavanagh, 1983).

32  Para obtener información comparada sobre participación 

electoral consúltese IDEA, 2008.

33 Debe tomarse en cuenta que, durante la segunda mitad del 

siglo XX, este país mostró uno de los niveles más altos de parti-

cipación electoral en el hemisferio, en un contexto en el que la 

abstención no es sancionada.

34  Existen investigaciones que comparan, en un momento 

determinado, los niveles de participación electoral en algunos 

países de la región (Seligson, 1991 y 2004). Las rondas siste-

máticas de estudios promovidos por el Proyecto de Opinión 

Pública de América Latina (Lapop, por su sigla en inglés) en 

todos los países (tres rondas: 2004, 2006 y 2008) constituyen, 

a futuro, la principal fuente de información.
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dedicar mayores esfuerzos a la búsqueda de nuevas interpretacio-

nes sobre el tema.

74 De acuerdo con la Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito, el crimen organizado es cualquier grupo 

constituido con el propósito de delinquir (ONUDD, 2007). Esta 

amplia definición incluye fenómenos muy distintos, desde pan-

dillas organizadas para la delincuencia común, hasta sofisti-

cadas organizaciones internacionales dedicadas al tráfico de 

armas y drogas.  

75  Los actores ilegales lesionan los derechos ciudadanos en 

tanto aumentan la exposición de las personas a la violencia de-

lictiva; su operación puede servir de justificación a las autori-

dades públicas para restringir el régimen de libertades civiles 

(capítulo 11) y, en muchos casos, tienen efectos adversos sobre 

la institucionalidad pues cooptan las instituciones públicas 

para su beneficio, en detrimento del bienestar general.

76  Los actores ilegales intervienen en los sistemas financie-

ros, sociales y políticos, y socavan la acción estatal a través del 

uso de la corrupción como eje fundamental por el que transitan 

todas las modalidades de criminalidad organizada. Operan a tra-

vés de redes flexibles, de rápida expansión, con gran capacidad 

de adaptación y readaptación. En ocasiones estas redes pueden 

evitar los mecanismos estatales de control. Los procesos de glo-

balización les han servido de plataforma para formar, a través 

de redes y alianzas estratégicas, verdaderas multinacionales 

del crimen. Si el Estado en Centroamérica está amenazado por 

la disputa sobre el control del territorio, los riesgos específicos 

para la estabilidad democrática se originan en las capacidades 

de los actores ilegales para corromper a funcionarios, agentes 

de aduanas, policía, militares, empresas privadas y agentes pú-

blicos, e incluso autoridades superiores de gobierno.

77  El tráfico ilegal de personas involucra a su vez dos figuras 

distintas: el “coyotaje” para la migración intra o extrarregional 

(véase el capítulo 6 de este Informe) y la trata de blancas.

 

78 La ONUDD (2007) concluye que la delincuencia organizada 

en el istmo se distingue de la de otras partes del mundo en al 

menos dos aspectos: su exposición al flujo de drogas, dada su 

posición geográfica entre los países productores y consumido-

res, y los niveles de violencia de sus sociedades. 

79  Varios de estos pasos están documentados en Yurrita, 2007.

80  El problema aquí no es la existencia del riesgo, sino la 

imposibilidad de determinarlo con mayor precisión.

81  Se han ido erosionando reglas vigentes en las pandillas, 

como la prohibición de robar o atentar contra alguien de su 

propio barrio o comunidad, lo que ha incrementado los ataques 

hacia la población civil. Asimismo, dentro de estos grupos se 

ordenan ejecuciones contra algunos de sus propios miembros, 

situación que evidencia drásticas transformaciones en el va-

lor de la solidaridad que predominó por muchos años en estas 

agrupaciones (Aguilar y Carranza, 2008)

82 Testimonio de Lainie Reisman en la audiencia sobre “Vio-

lencia en América Central”, ante el Subcomité del Hemisferio 

Occidental del Comité de Asuntos Exteriores de la Cámara de 

Diputados de los Estados Unidos, 26 de junio de 2007.

83 Por ejemplo, la práctica del “sicariato” o la distribución de 

drogas al menudeo como formas de generar ingresos.

64 Por ello la Fundación para el Debido Proceso Legal reco-

mienda la sustitución del modelo “burocrático” y “corporati-

vo” de gobierno judicial, por un nuevo modelo “democrático”, 

que reduzca la concentración de funciones y la influencia ex-

trajurisdiccional de la Corte Suprema. Este giro en la gestión 

judicial debe complementarse con una combinación adecuada 

de medidas represivas con aquellas de naturaleza preventiva y 

educativa (Fundación para el Debido Proceso Legal, 2007).

65 Otras amenazas políticas son el uso de la violencia como 

estrategia para obtener o mantenerse en el poder, incluyendo 

el asesinato político, las desapariciones y secuestros, o la vio-

lación sistemática de los derechos humanos por parte de los 

aparatos del Estado. Este tema fue tratado en el capítulo 2, en 

el que se concluyó que en Centroamérica no existen políticas 

sistemáticas de violación de los derechos humanos por parte 

de los Estados. Sin embargo, en varios de ellos la violación de 

las libertades civiles, producto de la violencia social y la debi-

lidad de las instituciones del Estado de derecho, lleva a califi-

carlos como “semidemocracias” o países parcialmente libres 

en los principales índices internacionales. 

66 Por ejemplo, en pequeñas economías como las centroameri-

canas, la convergencia de una generalizada presencia de estruc-

turas monopólicas que controlan varios mercados imperfectos, 

puede otorgar poderes extraordinarios de veto sobre la política 

pública a pocos actores, es decir, la constitución de dominios 

reservados de amplio espectro. Por otra parte, condiciones es-

tructurales de la economía pueden ser más o menos favorables 

para el surgimiento -y mantenimiento- de las democracias. Boix 

ha sugerido que economías basadas en la explotación de activos 

fijos, como la tierra o los recursos naturales, presentan en prin-

cipio condiciones más desfavorables que aquellas basadas en la 

explotación de activos móviles (Boix, 2003).   

67 Aquí el análisis de la amenaza (prepolítica) de los actores 

ilegales es escueto, dado que este tema se trabaja con profun-

didad en el capítulo 12 del Informe.

 

68 Para mayor detalle consúltese Vargas, 2007a.

69 100 indica que todas las y los ciudadanos apoyarían el re-

emplazo de la democracia electoral; 0 indica una situación en 

la que nadie apoyaría tal acción.

70 Estos poderes especiales implican potestades del Ejecuti-

vo para limitar la voz de la oposición, desatender las decisiones 

del Congreso o del Poder Judicial, e incluso apartarse de algu-

nas normas constitucionales y legales.

71 En la literatura académica el concepto más empleado para 

describir este tipo de demanda política es el de democracia dele-

gativa (O’Donnell, 1993). Los casos más representativos serían el 

de Alberto Fujimori en Perú y el de Hugo Chávez en Venezuela.

72 100 indica que todas las y los ciudadanos apoyarían a un 

líder fuerte en todas las circunstancias; 0 indica una situación en la 

que nadie apoyaría a un líder fuerte en ninguna circunstancia.

73 Es importante indicar que no se lograron identificar factores 

que expliquen la demanda a favor de poderes especiales, con la 

fuente de información disponible (Lapop). Los análisis estadísticos 

revelaron algunos predictores, pero sus efectos fueron débiles. En 

parte este resultado puede ser la consecuencia de mejores medi-

das sobre las actitudes pro-autoritarias. Sin embargo, lo cierto es 

que los teorías usuales (desarrollo humano, capital social, socia-

lización ciudadana y apoyo difuso-específico) tienen un muy bajo 

poder explicativo de este fenómeno. Por ello, resulta necesario  

esencial para que el sistema cumpla su función y haga frente a 

los embates de otros poderes del Estado y de diversos actores 

sociales.

54 Se trata de un indicador muy agregado y poco fino, pues 

no contempla la eficiencia y la eficacia del gasto. Por ejemplo, 

un alto nivel de gasto judicial no necesariamente implica un 

sistema de administración de justicia capaz de garantizar una 

justicia pronta, cumplida e igual para todos. Aun así, el análisis 

del gasto es un punto de partida para examinar el acceso ciu-

dadano a la justicia.

 

55 Una vez que se logre armonizar los parámetros de recolec-

ción estadística de los poderes judiciales centroamericanos, 

será importante determinar si los montos asignados efecti-

vamente se ejecutan y en qué proporción, ya que suele haber 

diferencia entre el presupuesto autorizado y el efectivamente 

ejecutado.

56 En Alemania y los Países Bajos, por ejemplo, se registran gas-

tos per cápita anuales de más de 60 de dólares (OECD, 2007).

57  Un indicador del acceso efectivo de las personas a la jus-

ticia, relacionado con la eficiencia de los servicios, es la mora 

judicial. Sin embargo, en Centroamérica no existen estadísti-

cas comparables (en algunos países del todo no existen esta-

dísticas) sobre este tema.

58  Cabe destacar que la Defensa Pública de Costa Rica tiene 

la posibilidad legal de cobrar por los servicios que preste a 

aquellas personas que tengan ingresos para pagar su defensa 

(artículos 153 y 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

 

59 En Costa Rica existen la intranet judicial, la red corporati-

va de telecomunicaciones, el sistema de depósitos judiciales 

automatizados y el sistema de automatización del Complejo de 

Ciencias Forenses.

60 Los siguientes párrafos se basan, en parte, en el resumen 

elaborado para este Informe por Monserrat Solano, de la Fun-

dación para el Debido Proceso Legal, con base en el estudio so-

bre corrupción judicial en Centroamérica y Panamá efectuado 

por esa institución en el 2007.

61 Exceptuando a los costarricenses, los centroamericanos 

perciben una corrupción extendida en sus poderes judiciales. 

Si bien los individuos censuran los actos corruptos que califi-

can como de mediana gravedad o graves, declaran convivir con 

prácticas de corrupción que consideran “leves”, a las que juz-

gan como mecanismos de compensación de las desigualdades. 

Se crea así un umbral de tolerancia, y el establecimiento, de he-

cho, de una “escala” de actos corruptos cuya valoración se da 

según la motivación, el rango de la persona, el impacto social 

de la conducta y la cantidad de dinero involucrada (Fundación 

para el Debido Proceso Legal, 2007). El Barómetro de las Amé-

ricas, de la Universidad de Vanderbilt, ha obtenido resultados 

coincidentes con esta apreciación (véase capítulo 12).

62 Un estudio relevante y actual sobre la independencia judi-

cial en Centroamérica fue el realizado por Ramos et al. (2004), 

para la Agencia Española de Cooperación.

63 La falta de garantías de independencia y lo extenso de 

los procesos aumenta la vulnerabilidad de los operadores de 

justicia a presiones de grupos privados. En especial, un riesgo 

para el sistema de justicia que merece ser destacado son las 

presiones y amenazas a operadores provenientes de grupos de 

narcotraficantes y otras modalidades de crimen organizado.
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